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CAPACITACION JURIDICA EN EDUCACIÓN

A la pregunta sobre "qué es ser docente” se responde con cierta facilidad desde lo

pedagógico. Maestros y profesores saben desde que eligieron su profesión de qué se trata

aquello de enseñar y aprender; cual es la dinámica del aula, de la escuela y su comunidad. Y

quienes no son docentes, también tienen una imagen más o menos adecuada al respecto. Sin

embargo, a lo largo de la carrera dentro del sistema educativo el ascenso en la jerarquía

docente, requiere desarrollar otras funciones que van ocupando cada vez más espacio y

tiempo.

La complejidad del sistema educativo demanda nuevas competencias para asumir otras

responsabilidades que no se circunscriben a lo estrictamente pedagógico Cuestiones

disciplinarias, procedimientos estatutarios, asesoramiento en cuestiones de responsabilidad

civil y tareas administrativas en general,  constituyen otro desafío en el rol del docente y tornan

necesario el desarrollo de competencias en distintos niveles de gestión, supervisión o

conducción.

En el inspector recaen funciones de corte administrativo y de asesoramiento sobre

procedimientos y criterios normativos que requieren una particular atención.

Es por esto que, en forma conjunta, las Direcciones de Capacitación, Legal y Técnica y el

Tribunal de Disciplina, en un trabajo mancomunado con los asesores legales de las diferentes

ramas han diseñado este trayecto formativo destinado, en primer lugar a inspectores y

secretarios de inspección.

En él se abordan tres módulos correlativos de contenido administrativo - y uno de Derecho

Civil, los que sintéticamente expuestos abarcan los siguientes contenidos:

I.-Derecho Administrativo: Marco normativo del gobierno y administración del sistema

educativo, Régimen federal y provincial/ Gestión estatal, municipal y privada/ Organos/ Acto y

Procedimiento administrativos; Recursos

II.-Derecho Disciplinario: Empleo público, Marco legal del régimen disciplinario

docente/ Procedimiento/ recursos/ Eficacia del régimen disciplinario



4

III.-Cuestiones Estatutarias:Conocimiento del Estatuto del      Docente/ Procedimientos

especiales/ Concursos/ Incompatibilidades/ Traslados/ Permutas/Servicios Provisorios/

Abandono de cargo/ Licencias

IV.- Responsabilidad Civil: Concepto de Responsabilidad/ Régimen del Código Civil/

Seguros/ Ambitos de aplicación/ Actividades comprendidas

Características del Trayecto:

Se cursa con modalidad semipresencial. Cada módulo está constituido por un material que

desarrolla la unidad temática y un cuadernillo de actividades.

Está previsto aproximadamente un mes, para su lectura y realización de actividades.

Encuentros Presenciales:

Durante el desarrollo del trayecto se realizarán cuatro encuentros presenciales, uno por cada

módulo. Los mismos están destinados a profundizar los contenidos del módulo, actividades

grupales y consultas. Tendrán una duración de 6 horas cada uno.

Evaluaciones Formativas:

Al finalizar la lectura de cada módulo se realizará una evaluación formativa a distancia. Se

utilizará para su envío, preferentemente el correo electrónico (legytecsec@ed.gba.gov.ar)

y para aquellos que no dispongan de este medio podrán entregar su trabajo impreso en mesa

de entradas de la Dirección de Legal y Técnica.

Evaluación Final:

Al completar el trayecto, se realizará una evaluación escrita y presencial.

El curso certificará 40 hs reloj a quienes presenten las cuatro evaluaciones formativas, asistan

a los encuentros y aprueben la evaluación final.

Este sintético informe explicativo pretende además dar la bienvenida a inspectores y

secretarios de inspección a este emprendimiento que supone acceder a un camino nuevo de

conocimiento. Lo es, por los contenidos dirigidos a formar en competencias no muy
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exploradas por los docentes y nuevo también por la relación planteada entre lo jurídico y lo

pedagógico ya que pretende abordar lo normativo como desafío creativo. 

En ese sentido resulta interesante transcribir un párrafo de lo expresado por el Dr.

Ernesto Domenech en  el año 2003 durante las jornadas sobre adolescencia hablando de la

Ley, dijo: debemos repasar ese supuesto según el cual la ley es solamente un límite que

instala una trasgresión, para imaginar y analizar qué cosas se pueden hacer con los

límites además de transgredirlos. Es que las reglas como los límites también son

hermosas posibilidades creativas. Los juegos, tan familiares , son buenos ejemplos de

esta afirmación, porque los juegos son de alguna manera actividades regladas. Pero

para jugar, hacen falta mucho más que reglas, es menester construir con habilidad,

entrenamiento y creatividad, la jugada. Las reglas en estos  casos existentes, encuadran

y posibilitan el desarrollo de todas estas actividades.  No podríamos jugar sin reglas,

necesitamos de ellas, pero nos desafían mucho más que a su no trasgresión y este

desafío libera las posibilidades creativas. 

 La sujeción a la legalidad es un presupuesto necesario e ineludible de toda

organización social. La ley estructura y organiza gran parte del quehacer cotidiano del

docente. La capacitación que se ofrece intenta crear un espacio de conocimiento y reflexión

sobre la necesidad de la ley como herramienta y como exteriorización del pacto de

convivencia del sistema. 

Se pretende trabajar en este espacio de encuentro, con apertura, recogiendo

inquietudes e iniciativas aprovechándolo como oportunidad constructiva, pudiendo resultar de

él nuevas ideas y consensos. Contribuyendo así a realizar los lineamientos de escuela exigente

y gestión eficiente en el marco del plan educativo 2004 y 2007.
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INTRODUCCIÓN

MODULO I

 El módulo   Derecho Administrativo  en el Ambito Educativo, contiene información sobre el

marco normativo que regula el gobierno y administración de la Educación en la Argentina y en

la Provincia de Buenos Aires, comenzando con referencias a la organización institucional en

general; luego explica  la estructura y órganos de administración concluyendo con contenidos

de derecho administrativo, orientados a dar herramientas jurídicas para  la toma de decisiones.

El material editado fue elaborado con sentido didáctico y es sintético. Cada tema puede ser

profundizado mediante la consulta bibliográfica y, fundamentalmente debe ser completado con

la lectura atenta de leyes y reglamentos. Los textos de las Constituciones Nacional y

Provincial,  Leyes de Educación 24.195, 24521 y 11.612  del Estatuto del Docente y su

reglamentación, Ley 10.579 y Dec. 2485/92, Decreto Ley  de Procedimiento Administrativo

número 7647/70 y el Reglamento de Escuelas Públicas deben ser material de consulta

permanente, porque casi todas las respuestas están allí. Aunque parezcan intrincados

laberintos constituyen las reglas de juego del trabajo cotidiano y serán el objeto de

conocimiento de la capacitación que estamos abordando. 

No se pretende con ello que cada funcionario deba ser un profesional del derecho, pero si

que tenga un marco normativo de referencia, que posea conciencia sobre su rol dentro de la

estructura administrativa del Estado y del sistema y, sobre todo, que pueda comprometerse

con las responsabilidades atribuidas, sentirse parte del Estado en un servicio público esencial y

prioritario. Finalmente conjugar todo con sentido común en la toma de cada decisión.

Justamente, de decisiones se trata. Decisiones que son propias de la competencia funcional,

que están previstas y atribuidas a los órganos y funcionarios y por las que se debe responder.
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El sistema educativo en su conjunto tiene la armonía posible que es el resultado de una suma

de voluntades orientadas a un fin común. En esta capacitación trataremos de contribuir a la

formación de competencias específicas de contenido jurídico.

Sabemos que existe gran expectativa en estos cursos, que es un reclamo permanente del

personal jerárquico, en especial de inspectores, conocemos la importancia que a la formación

que proponemos le dan  las Direcciones de Educación . Esperamos, junto a quienes la reciben

con nosotros enriquecerla gracias al intercambio que se dará entre  la teoría y la experiencia

cotidiana de los que, aún con escasas herramientas, intentan construir diariamente la “armonía

del sistema”.

Carmen N. Romero
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CAPACITACION JURIDICA EN EDUCACIÓN

MODULO I

DERECHO ADMINISTRATIVO EN EL AMBITO EDUCATIVO

INDICE

I-Organización Institucional Argentina

1- Nación y Provincias – Constituciones

2- Régimen Federal

3- Coexistencia del Estado Federal con los Estados Provinciales

II-Administración de la Educación

4-  Organización Administrativa Nacional y Provincial

5- Ambito Federal

6- Leyes Nacionales

7- Historia

8- Ley de Transferencia

9- Ley Federal de Educación Ley de Educación Superior

10- Ambito Provincial

11- Legislación provincial

12- Gobierno y Administración

13- Gestión estatal y privada

14- Administración centralizada y descentralizada

15- Concentración, desconcentración, descentralización

III- Derecho Administrativo y Función Administrativa

 Principio de legalidad

16- Derecho Administrativo y función administrativa

17- Función administrativa

18- El docente como funcionario público

19- El principio de legalidad como rector de la actividad administrativa
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20- Legalidad en materia educativa

IV- Acto Administrativo

21- Acto administrativo

22- Elementos

Competencia

Voluntad

Procedimiento

Forma

Causa

Motivación

Objeto

Finalidad

23- Nulidad y vicios en los elementos
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24- Concepto
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34- Sujetos que intervienen en el procedimiento administrativo
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35- Condiciones que debe cumplir un particular para iniciar un procedimiento

administrativo

VII- Recursos administrativos –Control judicial

36- Concepto

37- Objeto 

38- Qué actos son recurribles

39- Régimen recursivo del Estatuto Docente

Revocatoria o reposición

Jerárquico

40- Forma y plazos para la interposición

41- Recurso fuera de término

42- Efectos de los recursos

43- La resolución de un recurso también es un acto administrativo

44- Avocación

45- Revisión judicial
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CAPACITACION JURÍDICA EN EDUCACIÓN

MODULO I

DERECHO ADMINISTRATIVO

I - ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL ARGENTINA

1.  Nación y Provincias - Constituciones

La unidad del ordenamiento jurídico esta asegurada por la Constitución Nacional como

conjunto de normas de competencia de carácter supremo.

Las normas constitucionales son de competencia, porque por ellas se habilita la creación del

derecho a los órganos públicos.

 En la constitución hay un variado material normativo que podemos, entre las más importantes,

diferenciar como:

1.- Normas operativas, es decir aquellas que no es necesario que sean reglamentadas por ley,

como son los derechos y garantías.

2.-Normas programáticas, es decir, las que sí es necesario que sean reglamentadas por ley

para que se puedan aplicar, como es el caso del artículo 75 inc.18, “ Proveer lo conducente a

la prosperidad del país, … y al progreso de la ilustración, dictando planes de instrucción

general y universitaria…” regla programática para el Congreso.

3.-Normas de organización, es decir aquellas que disponen sobre la organización y

funcionamiento de los poderes del Estado, tal el caso del artículo 1° cuando dispone que la

“Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa, republicana y federal”. 

2. Régimen Federal.

“La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal”

(artículo 1° Constitución Nacional).

Es representativa porque el pueblo no delibera ni gobierna, sino por medio de sus

representantes y autoridades creadas por la Constitución” (artículo 22 Constitución Nacional).
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La forma republicana, por oposición a la monarquía, implica que la soberanía del pueblo se

ejerce por medio de la democracia, donde los poderes del Estado deben estar divididos,

donde no pueden ser desconocidos los derechos humanos y sociales  frente al Estado y frente

a todos, donde los funcionarios públicos deben ser responsables por sus actos y donde las

leyes y actos de gobierno no valen si no se respeta el principio de publicidad

La forma federal establece la necesidad de que el poder esté descentralizado territorialmente. 

3. Coexistencia del Estado Federal con los Estados provinciales.

Considerando la forma en que sucedieron los fenómenos políticos que dieron nacimiento a la

organización Constitucional de la Nación, pueden hacerse las siguientes consideraciones: (i)

las Provincias son Estados preexistentes a la República; (ii) Los poderes que posee el Estado

central, le fueron delegados por las respectivas provincias reunidas en Congreso general

constituyente; (ii) Todo poder no delegado por las provincias al Estado central es propio y

privativo de ellas.

La mencionada coexistencia de Estados (federal y provinciales) exige la determinación de los

poderes, facultades o competencias que cada uno de ellos posee dentro de la República, de

manera tal que funcionen coordinadamente.

Cada uno de estos Estados ha dictado su propia Constitución y estos son los instrumentos

básicos y fundamentales a que debemos estarnos, porque son leyes de jerarquía superior a las

demás (porque fueron dictados por Congresos constituyentes) y todas las leyes, decretos,

resoluciones, y demás normas jurídicas, deben respetarla en su contenido.  De lo contrario

serán inconstitucionales.

El funcionamiento de este principio tiene apoyo en el artículo 31 de la Constitución Nacional

cuando dispone” “Esta constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se

dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema

de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a

ellas, no obstante cualquiera disposición en contrario que  contengan las leyes o

constituciones provinciales...”.

La regla general es que todos los poderes son propios de las provincias y que éstas han

delegado sólo algunos en el Estado Federal.  El artículo 121 de la Constitución Nacional

dispone: “Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al
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Gobierno Federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al

tiempo de su incorporación”. La excepción son los poderes delegados.

Esta regla podría hacer pensar que los Estados locales son más poderosos que el Estado

federal, más ello no es así porque la delegación es muy grande y sobre materias que poseen

demasiada gravitación (representación exterior, aduanas, legislación civil, comercial, penal,

laboral, ejércitos y fuerzas armadas, resolución de conflictos entre dos o más provincias, etc.,

etc.). 

Los poderes federales y provinciales son privativos o excluyentes cuando sólo un Estado

posee la competencia para ejercitarlo  o dictar los actos que importan su ejercicio. Por

ejemplo, las provincias se dictan sus propias constituciones y se rigen por ellas: esto es una

potestad privativa y excluyente. Por otro lado una facultad es concurrente cuando tanto el

Estado Nacional como los Estados provinciales pueden válidamente ejercerla, un ejemplo de

esto es la materia educativa. A su vez, en torno a esta facultad hay competencias que son

propias del ámbito federal ( contenidos básicos de los diseños curriculares),otras del

provincial (administración de servicios educativos) y algunas concurrentes (financiamiento del

sistema)

II ADMINISTRACIÓN DE LA EDUCACION

4- Organización Administrativa Nacional y Provincial.

En primer lugar es necesario que establezcamos un concepto de gobierno, como el conjunto

de órganos que ejerce el poder de un Estado y que tengamos presente que los órganos

nacionales coexisten con los provinciales.

Luego, que como consecuencia de la forma republicana de gobierno y la separación de

poderes del Estado, -Ejecutivo, Legislativo y Judicial-, la tarea administrativa se corresponde

con la del Poder Ejecutivo, también llamado por lo mismo Poder Administrador.

No obstante se deja señalado que este concepto es insuficiente y más adelante será

desarrollado, ya que los otros poderes del estado también realizan funciones administrativas.

De tal modo que al desenvolverse conjuntamente órganos nacionales y órganos provinciales,
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encontraremos una administración nacional y otra u otras provinciales y también

administraciones que operan conjunta y articuladamente en algunas áreas

5- Ambito Federal

De acuerdo con el régimen federal bajo el que se organiza la Nación Argentina ya expuesto

precedentemente, la educación (en sentido lato) es una actividad concurrente entre el Estado

Federal y los Estados provinciales, aunque no a todos les competan idénticas facultades

(artículos 5º y 75, inciso 19 Constitución Nacional)   y vista desde el aprendizaje y  la

enseñanza, es un derecho constitucional de todos los habitantes. 

En otras palabras existirá una organización educativa nacional y otras provinciales y también

esferas de competencia nacional y provincial diferentes y articuladas

La Constitución Nacional contiene una serie de normas expresamente dedicadas a la

educación, aunque con distintos objetivos: como derecho civil de los habitantes y como

derecho humano  (artículo 14 y tratados internacionales); como deber de las provincias

(artículo 5) o bien como facultad del Congreso (artículo 75, incisos 18 y 19). Veamos

someramente cada uno de ellos.

El artículo 5, dispone que “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema

representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la

Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la

educación primaria.  Bajo estas condiciones el Gobierno Federal, garante a cada provincia

el goce y ejercicio de sus instituciones.”  Es decir que … en caso de no hacerlo, queda

habilitada la intervención federal de la provincia.

En el artículo 14, la Constitución Nacional, tratando los derechos civiles, dispone que “Todos

los habitantes de la nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que

reglamenten su ejercicio; a saber [...] de enseñar y aprender.”

Finalmente, entre las facultades del Congreso, en el artículo 75,  inciso 18 dispone:

“Corresponde al Congreso: [...] Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto

y bienestar de todas las provincias, y al progreso de la ilustración, dictando planes de

instrucción general y universitaria, [...].”

Aquí terminaban las prescripciones constitucionales de la Carta Magna de 1853/60. 
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 En virtud de ella, el Congreso Nacional dictó la ley 1420 (del año 1885) de Educación

primaria, disponiendo así lo conducente para cumplir con las prescripciones constitucionales

antes citadas.

La reforma constitucional de 1994 trajo considerables modificaciones al artículo 67 inciso 16,

que pasó a ser 75 inciso 19.  Al mismo se le introdujo un párrafo que expresamente establece

que al Congreso corresponde “Sancionar leyes de organización y de base de la educación que

consoliden la unidad nacional respetando las particularidades provinciales y locales: que

aseguren la responsabilidad indelegable del Estado, la participación de la familia y la sociedad,

la promoción de los valores democráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin

discriminación alguna; y que garanticen los principios de gratuidad y equidad de la educación

pública estatal y la autonomía y autarquía de las universidades nacionales”

De esta reforma se derivan los siguientes principios: en primer lugar el reconocimiento del

derecho a la educación como un derecho humano y la responsabilidad indelegable del Estado

en su gestión.  Luego se presenta la gratuidad y equidad como principios constitucionales

rectores, ya receptados previamente por el Pacto de Derechos Económicos Sociales y

Culturales. Finalmente se expresa el principio de autonomía Universitaria, entendida esta como

la plena capacidad de las universidades para determinar sus propios órganos de gobierno,

elegir a sus autoridades, ejercer las funciones de docencia, investigación y extensión y las

actividades administrativas y de gestión que en su consecuencia se desarrollen. También

introduce el concepto de autarquía, relacionado con la posibilidad del autofinanciamiento

universitario

6.- Leyes Nacionales. Historia.

 Haciendo un poco de historia, la sanción de a Ley N° 1420  en 1884 fue el resultado de un

complejo proceso histórico, en el que finalmente se asentaron las ideas democráticas y

liberales.

  La educación, la instrucción pública era el recurso más apropiado para lograr elevar el nivel

cultural de la población, y con ello el progreso y el bienestar. La función asignada a la

educación en sus orígenes estuvo vinculada a la integración social y la consolidación de la

identidad nacional.( No podemos omitir que por estos tiempos había una gran cantidad de



1 6

inmigrantes que llegaban a nuestro país sin conocer el idioma y muchos de ellos eran

analfabetos.)

 La demanda educativa fue creciendo y las provincias fueron dando las respuestas posibles, en

este contexto se va gestando la necesidad de crear una legislación que unificara el

funcionamiento de los distintos establecimientos educativos del país, como así también

normatizar la relación entre la Nación y las Provincias.

De la mencionada Ley N° 1420 podemos destacar:

(i) que la instrucción primaria debía ser obligatoria, gratuita y gradual, que comprendía a los

niños entre 6 y 14 años (artículos 1 y 2),

(ii) que la obligación escolar suponía la existencia de la escuela pública gratuita al alcance de

los niños en edad escolar (artículo 5),

(iii) que la enseñanza se podía impartir tanto en las escuelas públicas, en las particulares, o en

el hogar de los niños (artículo 4), 

(iv) que el control de la gestión y el gobierno de la función administrativa pedagógica se

encontraba en manos del Consejo Nacional de Educación (integrado por un presidente y

cuatro vocales, todos ellos nombrados por el presidente de la Nación con acuerdo del

Senado.

(v) Dentro de las funciones de este Consejo se encontraban las de gobierno, administración y

ejecución .

Como antecedentes de la Ley  N° 1420 se reconoce a la Ley de Educación Común de

Buenos Aires N° 988 del año 1875, que ya establecía la obligatoriedad y gratuidad escolar y

el Congreso Pedagógico Sudamericano, realizado en Buenos Aires en el año 1882. 

A dicho congreso asistieron especialistas nacionales y extranjeros, que abordaron temas

referidos a : 1- estado de la educación común en la república y causas que obstan a su

desarrollo independientemente de la extensión del territorio y de la necesidad de la población.

2- medios prácticos y eficaces de remover las causas retardatrices, impulsando el progreso de

la educación. 3- acción e influencia de los poderes políticos en su desenvolvimiento, y rol que

en la educación les corresponde con arreglo a la Constitución Nacional. 4- estudios de la

legislación vigente en materia de educación común y su reforma”.   

Uno de los temas que generó grandes discusiones y enfrentamientos tanto en el congreso

como luego, fuera de él, fue el planteo de la educación laica o religiosa, distintos fundamentos
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apoyaron una posición u otra, pero finalmente el primero, resultó una de las premisas

fundamentales de esta ley.

Con la sanción de la Ley N° 1420, y en 1905 la sanción de la Ley Láinez ( que autorizaba a

la nación a instalar escuelas de su jurisdicción en las provincias que así lo requieran) quedó

organizado legalmente el sistema educativo argentino.  Si bien se reconoce la ausencia de

legislación que abarcara la totalidad de los niveles que componen el sistema y con ello la

dificultad en la articulación de los mismos  también se admite  el beneficio de cierta autonomía

en cada uno de los subsistemas..

Cabe señalar que entre el año 1884 y 1990 se sancionaron en nuestro país leyes parciales o

reglamentaciones referidas a aspectos puntuales del sistema educativo. Temas como la

subsidiariedad del estado, laicidad y libertad de enseñanza, trabajo y educación, la autonomía

universitaria, el rol del sector privado en la educación y la transferencia de servicios educativos

fueron materia de debate y de marchas y contramarchas en el contexto inestable de la realidad

política argentina a partir de 1930.

7- Ley de Transferencia

La Ley de Transferencia N° 24.049, de los servicios de educativos nacionales a las

jurisdicciones provinciales aportó el marco legal para iniciar un proceso de transformación que

se profundizó con la Ley Federal de Educación. 

 Fue sancionada en 1991, y dio fin a un largo proceso ya iniciado en la década del 60 que

transfirió  a las Provincias algunas de las escuelas creadas por el estado nacional. 

 Si bien en el año 1978 prácticamente toda la educación primaria quedó en manos de las

jurisdicciones provinciales y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires en el año

1994, concluye en sus aspectos formales la transferencia de los servicios educativos.

8- Ley Federal de Educación

Luego se sanciona la Ley N° 24.195 -Ley Federal de Educación-, gestada en la necesidad de

dar respuesta a los requerimientos surgidos en el II Congreso Pedagógico Nacional de 1984,

como así también en la intención de crear un marco legal que contenga la idea de unidad

nacional, más allá de la descentralización del sistema, configurado por la transferencia.

Los principales ejes de transformación que introduce refieren a: nuevas pautas para definir el
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rol del Estado y de la sociedad civil; definió formas de organización y gobierno de la

educación; integró cuatro niveles del sistema educativo (inicial, general básica, polimodal y

superior); definió tareas para el Consejo Federal de Cultura y Educación y estructuró una red

federal de formación docente continua; institucionalizó sistemas de evaluación; definió políticas

de inversión pública con previsión de incrementos presupuestarios graduales, previo la

formalización de un pacto educativo federal entre la nación y las provincias. 

 “La Ley Federal de Educación estableció en el sistema educativo argentino  el mapa de

responsabilidades políticas, técnicas y financieras entre el gobierno nacional, las provincias y

las instituciones educativas, dejando delimitada la función de cada nivel institucional.

 El Ministerio Nacional de Educación es la autoridad que conduce la política educativa

nacional a través de tres funciones básicas:

1.-Reguladora: Debe garantizar que se acuerden federalmente y se apliquen contenidos

básicos comunes y estándares de aprendizajes para los alumnos en todo el país, contenidos

básicos y estándares de profesionalidad en la formación de los docentes, procedimientos de

evaluación de los docentes y de las instituciones que los forman y garantizar la validez nacional

de los certificados y títulos de todos los niveles educativos;

2.-Evaluadora: el ministerio nacional debe garantizar la evaluación de la calidad en todos los

niveles, ciclos y modalidades del sistema así como también la calidad de la formación de los

docentes y hacer públicos los resultados;

3.-Promotora: En el sentido de diseñar e implementar políticas activas de por lo menos tres

tipos: compensatoria, de reforma y de apoyo a las innovaciones que mejoran la calidad y que

requieran un esfuerzo que supere la capacidad de cada provincia.

 Por su parte, las provincias son responsables de la gestión directa de los servicios educativos,

es decir, administran los recursos financieros ( propios y los que reciben por coparticipación

federal de impuestos), de infraestructura física y operativa y humanos. Tiene la responsabilidad

de aplicar los acuerdos de política educativa que se fijan en el Consejo Federal de Educación

y la libertad de ampliar los contenidos educativos para atender las necesidades locales y

regionales que crea pertinentes. Deben asistir y monitorear los procesos educativos y los

resultados de cada escuela e intervenir en consecuencia.

Finalmente las instituciones educativas son las ejecutoras de las políticas y es en ellas donde se

juega la profesionalidad real de los docentes y de sus conducciones. Deben aplicar los
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lineamientos básicos acordados a nivel nacional y los que determine cada provincia y adaptar

los mismos a las necesidades educativas de cada alumno en un marco de libertad y creatividad

institucional.”

La Ley Federal  de Educación determina la estructura del sistema educativo nacional integrada

por seis niveles y/o modalidades. La educación inicial es la primera; le sigue la educación

general básica; en tercer lugar se encuentra la educación polimodal; seguido por la educación

superior para finalizar con la educación de postgrado y los regímenes especiales (artículos 10

a 34 de la Ley N° 24.195).

9- Ley de Educación Superior

Poco tiempo después de promulgada la Ley N° 24.195 se sancionó la Ley N° 24.521, de

Educación Superior. Esta norma regula la educación universitaria y no universitaria pública y

privada. Su importancia radica en que por primera vez , la educación superior en su totalidad

es comprendida y regulada por una norma, y que la misma retoma los principios de la reforma

universitaria.     

También ha sido criticada desde distintas esferas ya sea por la forma en que fue tratada, o por

 entender que deja abierta la posibilidad de un futuro arancelamiento, como así también el fin

de la autonomía.   

Básicamente “ *reconoce explícitamente la autonomía de las instituciones universitarias, y a la

par instituye instancias y mecanismos de control externo relativas al financiamiento, evaluación

y acreditación. *Estipula la función que deben desempeñar los distintos órganos de gobierno y

señala que a los órganos colegiados les corresponde cumplir funciones normativas generales y

a los órganos unipersonales, desempeñar las funciones ejecutivas. Fija además porcentajes

para la participación de los claustros que componen la comunidad universitaria. *Establece

como organismo de coordinación el Consejo Universitario. Éste tiene representación en el

Consejo Federal de Cultura y Educación.

* Introduce nuevas figuras institucionales como los Colegios Universitarios y los Institutos

Universitarios. *Articula la oferta de Educación Superior a través de los consejos de

planificación Regional de Educación Superior. *Regula los planes de estudio y la  carga
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horaria de determinadas carreras. * Institucionaliza sistemas de evaluación y acreditación a

través de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, o por entidades

privadas creadas para tal fin. * En términos de financiamiento, abre la posibilidad del

arancelamiento en la universidades públicas.

Con respecto a la Educación no Universitaria, la ley señala que: “*Su gobierno y organización

es responsabilidad de las Provincias, y de la Ciudad de Buenos Aires.

*Su finalidad es formar y capacitar para el ejercicio de la docencia en los niveles no

universitarios, proporcionar formación superior de carácter instrumental en las áreas

humanísticas, artísticas, sociales y técnico- profesionales. * La formación docente se realiza en

instituciones de formación docente reconocidas en el marco de la Red Federal de Formación

Continua prevista en la ley Federal de Educación o en universidades que ofrezcan carreras

con esa finalidad. * El ingreso a la carrera docente se hará mediante concurso público y

abierto, de antecedente y oposición. * La estabilidad docente estará sujeta a un régimen de

evaluación y control de gestión docente. * las jurisdicciones deberán garantizar el

perfeccionamiento y la actualización de los docentes en actividad. * las instituciones de

educación superior no universitarias que acuerden con distintas universidades del país

mecanismos de acreditación de sus carreras o programas de formación y capacitación,

podrán denominarse colegios universitarios. * los planes de estudio deberán tener en cuenta

los contenidos básicos comunes.”

 Este breve desarrollo intenta rescatar las bases legales que regulan el funcionamiento de

nuestro sistema educativo. Las mismas son portadoras de una intención y decisión política que

tienen por finalidad plasmarse en la realidad y en consecuencia transformarla. Fueron y son

objeto de críticas y resistencias que marcaron largos procesos de debate en el intento de

comprender los cambios propuestos y hacer el esfuerzo por instrumentarlos del mejor modo.

Si bien muchos aspectos han cambiado, la realidad educativa actual devela aún, grandes

problemas por resolver. Sobre ellos se está trabajando y construyendo en base a la

experiencia

10-  Ambito Provincial.

La Constitución de la Provincia de Buenos Aires tuvo, aún antes de la reforma del año 1995,
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un tratamiento más detallado que la nacional en materia de educación. 

 Dentro del capítulo de las declaraciones derechos y garantías, su mención es tangencial, al

establecer que la libertad de enseñar y aprender no podrá ser coartada por medidas

preventivas (artículo 35). En su artículo 42, reconoce la existencia de universidades y

facultades provinciales, pero es en la Sección octava de la Constitución donde la Carta

Magna provincial contiene una regulación muy completa de la cultura y la educación.  

La sección 8° se divide en cuatro capítulos, a saber: 1º de la Cultura y Educación; 2º, de la

Educación; 3º, del Gobierno y Administración; y  4º, de la Educación Universitaria .

En primer lugar debemos remarcar que la cultura y educación son consagrados como

derechos humanos fundamentales.  Un derecho humano fundamental o derecho inherente a la

persona, significa que no puede haber hombre o mujer a quien no se le reconozca la

posibilidad de ejercitarlo y su supresión implica la degradación misma de la persona.

Al mismo tiempo establece que la educación es una responsabilidad primaria del Estado

provincial a quien le corresponde la coordinación institucional y la provisión de los servicios

correspondientes, bajo los principios de libre acceso, permanencia y egreso en igualdad de

oportunidades  -artículo 198-  el que textualmente dice: “ La Cultura y la Educación

constituyen derechos humanos fundamentales. Toda persona tiene derecho a la

educación y a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad. La Provincia

reconoce a la familia  como agente educador y socializador primario. La educación es

responsabilidad indelegable de la Provincia, la cual coordinará institucionalmente el

sistema educativo y proveerá los servicios correspondientes asegurando el libre acceso,

permanencia y egreso a la educación en igualdad de oportunidades y posibilidades” “

Las leyes que regulen la materia, de acuerdo con el artículo 200, deben basarse en los

siguientes principios: 1º) Gratuidad en todos los niveles, siempre que se trate de la gestión

oficial; 2º) Obligatoriedad del nivel general básico; 3º) Equidad en la calidad educativa y 4°)

Control estatal, con independencia que el servicio sea prestado por órganos públicos

estatales, públicos no estatales y privados.

Respecto del gobierno y administración del sistema cultural y de educación, la Constitución la

encomienda a un Director  General de Cultura y Educación, quien presidirá además un órgano

de asesoramiento: El Consejo General de Cultura y Educación compuesto por 10 miembros
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(artículos 201 a 202, de la Constitución Provincial).

Por otra parte encomienda la administración de los servicios “en el ámbito de competencia

territorial distrital con exclusión de los aspectos técnicos pedagógicos” a los Consejos

Escolares, órganos desconcentrados, colegiados y electos por voto popular (artículo 203). 

El artículo 201 prevé que la Dirección General de Cultura y Educación tendrá: rango

ministerial y autarquía, en los términos que establecería luego la Ley N° 11.612

11. Legislación Provincial.

En el marco del nuevo sistema educativo nacional planteado a partir de la sanción de la Ley

Federal de Educación y de la reforma de la Constitución Provincial en 1994, la provincia de

Buenos Aires, dicta en 1995 la Ley N°  11.612 provincial de educación. Ratifica y amplía la

estructura del sistema educativo dado en el marco Federal y reafirma, en los artículos 26  y

29, los principios del artículo 201 de la Constitución Provincial, también contiene normas que

hacen al gobierno y administración del sistema considerándolo como un único sistema de

educación pública integrado por los servicios de gestión pública y privada.

Así quedó derogada su precedente la Ley N° 5650 del año 1951 que estructuraba el anterior

sistema educativo provincial. La norma seguía los principios de formación integral, el concepto

de educación como “desarrollo racional de las facultades y potencias específicas del hombre”,

También sentó principios sobre acceso a la docencia. Reconoció a la iniciativa privada bajo la

autorización y control provincial. Estableció el principio de la separación de los sexos en las

escuelas. Prescribió la atención de la salud escolar, la educación física, alimentación, la

indemnización por los daños que “sobrevinieran durante la vida escolar”.Aludía a la

responsabilidad del docente, consagró el derecho a la agremiación profesional e integró a la

comunidad como colaboradora de las escuelas”

La Ley N° 11.612, siguiendo los lineamientos de la Ley Federal de Educación N° 24.195,

aprueba los nuevos niveles de educación establecidos por esta. Igualmente se declara la

gratuidad de los servicios educativos en todos los niveles y regímenes especiales, y se

establece un sistema de becas para los alumnos de condiciones socioeconómicas

desfavorables. 
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Regula el funcionamiento de los órganos de gobierno y administración educativa. Además

del Director, Consejo General y Consejos Escolares, crea a las Secretarías de Inspección

como órganos desconcentrados dependientes de la Subsecretaría de Educación, encargadas

de lo que denomina la "apoyatura funcional técnico docente"

En cuanto al Consejo General lo define como órgano asesor fundamentalmente en lo

relativo a “elaboración de planes y programas de estudio y diseños curriculares y en

anteproyectos e interpretación de normativa (artículos 41y 43)

Los consejos escolares se definen como órganos desconcentrados, dependiente del área

administrativa con la competencia definida en la Constitución Provincial (artículo 49) y

prescribe todo lo relativo a su integración y funcionamiento

Establece el principio de administración descentralizada regional

La regionalización educativa la concibe "como un proceso de conducción, planeamiento y

administración de la política educativa actuando como objetivo estratégico para llevar a cabo

el desarrollo del sistema educativo provincial" (artículo 46). Sin embargo no desarrolla la

organización de un sistema de estas características

En cuanto a los servicios de Gestión Privada, la regulación de su reconocimiento y

supervisión en ejercicio del denominado “poder de policía del estado” se encuentra inmersa

en esta ley la cual intenta dejar en claro que no deben existir otras diferencias con los de

Gestión Oficial, fuera de las que derivan de la diferente relación de empleo.

12- Gobierno y Administración.

 Tanto la Constitución Provincial como la Ley N° 11.612 refieren al gobierno y administración

de la educación (artículo 25). La ley además, habla de las unidades de administración escolar

(artículo 19) y establece el concepto de gestión (artículos 4 y 102). Por eso nos referiremos

brevemente a estas cuestiones que tienen que ver con la competencia y funciones de los

órganos

El concepto tradicional de gobierno se refiere, en lo sustancial al ámbito de las decisiones

“políticas”,  atribuidas a los órganos máximos de los poderes del estado expresadas en forma

de actos políticos, de gobierno o institucionales en ejercicio de un poder discrecional,

indelegable. Se entiende que no se trata de la “simple marcha de la buena administración”.
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Existen corrientes doctrinarias que sostienen su irrevisabilidad y otras que actualmente y a raíz

de la evolución del sistema jurídico de derecho administrativo, no los diferencian en este

aspecto llegando a concebirlos como actos de la Administración revisables por la justicia

salvo excepciones muy puntuales de actos institucionales. Ejemplos de estas decisiones son

los diseños curriculares, la priorización de recursos, o la apertura o cierre de carreras

El concepto de administración (de lo público), supone el ejercicio reglado del poder y por lo

tanto sujeto, sin discusión,  al control judicial, se trata, en lo sustancial como el conjunto de

actividades encaminadas a un fin en el interés colectivo,  realizada por un órgano del Estado o

un ente público no estatal. En este tipo de decisiones se encuentran los actos relacionados con

la creación de servicios educativos, la contratación de la construcción de edificios, el ingreso a

la docencia, el ejercicio de la potestad disciplinaria, las selecciones y concursos para cargos

jerárquicos, por ejemplo.

El concepto de gestión está ligado al de administración y es el que refiere a los actos

concretos o acciones prácticas  que configuran la administración de un sistema para el logro

de sus fines. La actividad cotidiana de la escuela  consiste en la gestión de recursos para el

logro del fin educativo inmediato. Así cada docente como funcionario público ejerce la función

administrativa del Estado articulando con la estructura superior o jerárquica que también lo

administra desde otra esfera de acción.

Cuando la Ley N° 11.612 se refiere a la gestión estatal o privada se está refiriendo a los

diferentes sujetos encargados de la administración inmediata de los servicios o unidades

educativas: El estado o las entidades privadas.

13- Gestión Estatal y  Privada

En materia de educación existen dos modos de gestión y tres sujetos posibles dentro de un

sistema único de gobierno y administración (artículo 2 de la Ley N° 11.612 ): gestión estatal a

cargo de órganos provinciales, gestión estatal a cargo de órganos municipales y gestión

privada a cargo de entidades particulares ( laicas o pertenecientes a la Iglesia católica u otros

cultos)

Por ello tanto la Ley Federal, como la provincial reconocen como órganos de la educación a
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los entes estatales provinciales y municipales y a los entes o personas privados (artículos 7, 36

a 38, Ley N° 24.195, y artículos 112 a 120, Ley N° 11.612).

La gestión estatal provincial se desarrolla en instituciones dependientes de la provincia en

cuanto a su conducción, infraestructura y personal. La municipal está a cargo de los diferentes

municipios aunque el origen de sus recursos no siempre sea del mismo ya que en muchos

casos la provincia provee los docentes. En la gestión privada los recursos de infraestructura y

de personal son de los propietarios de los servicios y la relación de empleo con los docentes

es de carácter privado, aunque la Ley N° 11.612 los somete parcialmente a normas

estatutarias –artículo 110-.

Las tres gestiones se desarrollan bajo normas generales únicas, integran un único sistema

educativo y son supervisadas por la Dirección General de Cultura y Educación, a través de

sus inspectores y de los  mecanismos previstos en los artículos 102 a122 de la Ley N° 11.612

La educación privada cuenta con la posibilidad del aporte estatal para los salarios docentes, lo

cual , sin embargo no modifica la relación de empleo ya que el aporte se realiza a la Institución

y no en forma de pago directo al docente.

14- Administración Centralizada y Descentralizada.

Los conceptos de centralización y descentralización no son siempre utilizados con un mismo

significado. Ambas nociones pueden ser consideradas desde diferentes puntos de vista, a

saber: el político, que atiende principalmente a la libertad y autonomía de los entes u órganos

de que se trate; el de la ciencia de la administración, que busca alcanzar especialmente la

eficiencia de la administración pública; y, finalmente, el puramente jurídico, que se refiere a los

principios legales aplicables a la organización administrativa y a su ulterior desarrollo

Es importante tener en cuenta la ambigüedad de los conceptos según el punto de vista de la

disciplina que los defina, porque sucede que las mismas leyes se refieren a ellos indistintamente

y es posible confundirse. Por eso trataremos de atenernos a los conceptos jurídicos del

derecho administrativo

15- Centralización, Descentralización, Desconcentración.

Desde el punto de vista jurídico se entiende por Centralización al sistema de organización

administrativa en que todas las cuestiones de importancia referentes a la actividad y relaciones



2 6

de la administración pública son resueltas por los órganos centrales y superiores de ésta, lo

que resulta de la circunstancia de que el conjunto de las competencias administrativas se

unifica en uno o más órganos superiores de la administración.

En la centralización hay un centro único permanente, es un ordenamiento orgánico simple, de

relaciones puramente internas y de naturaleza técnica.

La centralización, o administración directa, puede llevarse a cabo con diferentes

procedimientos, entre los cuales se suele citar a la centralización del poder y la coacción

inherente a él, la centralización del poder de decisión y la competencia técnica, y la

centralización de la potestad de designación de los agentes administrativos. Los órganos

comprendidos en la administración central carecen de personalidad jurídica y patrimonios

propios, se hallan vinculados entre si por relaciones que son de naturaleza y carácter

jerárquico (jerarquía administrativa y que configuran, por tanto relaciones de tipo

interorgánico)

La descentralización, en cambio, como concepto jurídico de derecho administrativo es el

sistema en el cual, partiendo de una división distinta de las competencias administrativas, las

facultades de decisión corresponden y son atribuidas a otros órganos administrativos que no

forman parte ni integran la administración central y que gozan de cierto grado de iniciativa,

libertad de acción y resolución

 La descentralización, o administración indirecta, por su parte, se caracteriza porque en ella

los órganos administrativos, descentralizados aparecen con personalidad jurídica propia y

distinta de la del Estado, con un patrimonio que le es afectado y que aparece como propio, y

con poderes de decisión y resolución que le han sido especialmente transferidos. A ello hay

que añadir la atribución de un ámbito territorial o funcional exclusivo, y la existencia de un

control que se lleva a cabo bajo la forma de tutela administrativa, que mantiene la unidad del

poder estatal.

En cambio, desde el punto de vista de la ciencia de la administración y en torno al concepto

eficiencia administrativa  se entiende por descentralización a las distintas formas de llevar las
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decisiones a órganos más cercanos a los hechos o sucesos. Cercanía o aproximación que

puede ser de inmediatez temática, personal o territorial. 

La descentralización puede revestir dos formas diferentes: territorial o funcional. La

territorial supone la determinación de un ámbito geográfico, dentro del cual el órgano

descentralizado ejerce su competencia y desarrolla su actividad, siendo la primera y más

simple de las modalidades de descentralización, que apareció con el advenimiento de las

entidades locales con sustento territorial. Justamente, y como ejemplo de este tipo de

descentralización, se suelen citar las comunas o municipalidades.

La descentralización funcional, por servicios o institucional, al revés de la anterior, sin la

resonancia política de la anterior, se estructura sobre la base de un criterio puramente técnico,

que da lugar a determinados servicios, cometidos o prestaciones sean conferidos a un órgano

administrativo con personalidad jurídica propia, que puede ser tanto un ente de la

administración existente, a ese efecto, o un ente creado para ejercer esa competencia, de

manera específica. 

Debemos hacer mención a otros conceptos que por falta de precisión se los suele utilizar

como si se tratara de nociones a veces opuestas, y a veces semejante o vinculadas.

Esto sucede, con los conceptos de "autonomía" y "autarquía".

La autonomía no es sino una forma o modalidad superior de la descentralización política, en

la cual se admite la existencia de un ente que puede darse sus propias normas

fundamentales, lo que implica el reconocimiento de una potestad normativa originaria.

La idea de "autarquía", en cambio es de raigambre, netamente administrativa, y se refiere a la

condición de ciertas personas jurídicas públicas estatales que tienen la aptitud de administrarse

por sí mismas y tener sus propios recursos, con sujeción a un marco de normas superiores
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que le son impuestas, sin que dejen de integrar y componer, no obstante ello, la administración

pública, pues cumple fines públicos específicos, que son del Estado.

 La autarquía, fue una de las formas iniciales de la descentralización administrativa, no es sino

una especie de ésta última, aunque con características especiales que la singularizan. Cabe

aclarar que no toda entidad descentralizada es necesariamente autárquica, ya que la

descentralización puede adoptar otras formas o maneras diferentes.

En la  desconcentración el ente central, en base a una norma, ha transferido parte de su

competencia a órganos que forman parte del mismo. La desconcentración es simplemente

una forma de organización que tiende a agilizar la actividad de la Administración Central.

Ejemplos de órganos desconcentrados en materia educativa los tenemos en los Consejos

Escolares y en las Secretarías de Inspección .

La desconcentración es una forma de administración centralizada que supone órganos

centrales y otros periféricos

Se señala que, se desconcentra cuando se atribuye competencia a órganos inferiores, pero

siempre dentro de la misma organización o del mismo ente estatal. Por eso es difícil

comprender el concepto de desconcentración atribuido a los Consejos Escolares, porque son

órganos de conformación política (voto popular) creados por la Constitución y según la Ley

N° 11.612 dependen de la Subsecretaría Administrativa de la Dirección General de Cultura y

Educación

El artículo 46 de la Ley N° 11.612 dispone que el sistema educativo provincial se organiza

sobre la base de la descentralización regional. Determina que “cada región educativa

comprende a más de un distrito, conforme a los componentes comunes que los agrupen” y

concibe a la regionalización educativa como “un proceso de conducción, planeamiento y

administración de la política educativa, actuando como objetivo estratégico para llevar a cabo

el desarrollo del sistema educativo provincial”.

La administración distrital se asigna a órganos desconcentrados  de conducción técnico

pedagógica -artículo 47 y ss.-( Secretarías de Inspección) y de competencia territorial, con

exclusión de lo pedagógico - artículo 49 y ss. -(Consejos Escolares)
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Claramente la idea descentralizadora de la administración que propone la Ley N° 11.612

supone un sistema único, un gobierno único, con una organización que posibilite la

administración desconcentrada.  

III- DERECHO ADMINISTRATIVO Y FUNCIÓN

ADMINISTRATIVA. PRINCIPIO DE LEGALIDAD.

16-  Derecho Administrativo y Función Administrativa.

Antes de comenzar el análisis del procedimiento administrativo en general y de los

procedimientos especiales del estatuto docente, es menester hacer una breve introducción en

algunos conceptos del derecho administrativo .

Derecho administrativo. Lo definiremos como aquella parte del derecho público que

determina la organización y comportamiento de la Administración directa e indirecta del

Estado, disciplinando sus relaciones jurídicas entre entes administrativos así como con el

administrado.

En otras palabras, el derecho administrativo se ocupa por un lado de la organización y

composición de la administración y por otro, de las relaciones que se dan entre distintos entes

administrativos y entre estos con los particulares, los  Procedimientos. Surgirá del aspecto de

determinación de la organización administrativa, qué órgano será el competente en los distintos

tramos de los procedimientos.

 En cuanto a la regulación de las relaciones con los administrados importa a los efectos del

procedimiento administrativo, lo relacionado con la relación de empleo público docente y

también todo lo vinculado con los educandos y la comunidad educativa en general

Función administrativa. Comprender los alcances de este concepto resulta importante a los

fines  de entender cual es el objeto del derecho administrativo y el porqué de los principios

que lo regulan

El origen de la cuestión tiene como punto de partida la separación de poderes o de funciones
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que la mayoría de los estados modernos, incluido el nuestro tanto a nivel nacional como

provincial, han adoptado como sistema de gobierno.

En la inteligencia de que todo órgano que ejerce poder tiende naturalmente a abusar de él, la

teoría de la separación de poderes o funciones expuesta por Montesquieu sostiene la

necesidad de instaurar un sistema de frenos y contrapesos  sobre la base de la asignación de

porciones de poder estatal a diferentes órganos, uno Ejecutivo, otro Legislativo y otro Judicial

para que el equilibrio resultante del ejercicio de las competencias a cada uno de ellos atribuida

asegure la libertad del hombre.

Luego de largo tiempo de experiencia, se reconoce que en la realidad lo que acontece es que

cada uno de los órganos entre los que se distribuye el poder estatal tiene asignada como

competencia predominante una de las funciones señaladas, sin que ello obste la acumulación

de funciones materialmente distintas. Así por ejemplo el órgano ejecutivo tiene asignada como

competencia predominante la actividad administrativa en sentido material y también acumula la

actividad reglamentaria, que es materialmente legislativa.

Así se intenta definir la función administrativa según  teorías subjetivas u orgánicas, que

consideraban a la función administrativa como toda o la mayor parte de la actividad que

realiza el Poder Ejecutivo y los órganos y sujetos que actúan en su esfera.

Superando a la anterior tendencia, las concepciones que fundan la noción de función

administrativa en el criterio material u objetivo coinciden en reconocer la posibilidad de

actividades materialmente  administrativas en los poderes Legislativo y Judicial además de en

el Ejecutivo. Enrolado en esta corriente el profesor Marienhoff la define como aquella

actividad permanente, concreta y práctica del Estado que tiende a la satisfacción

inmediata de las necesidades del grupo social y de los individuos que lo integran.

Una reciente tendencia considera que esta última corriente, si bien da una cierta idea de lo que

es función administrativa, es imprecisa. Se sostiene que el Ejecutivo también realiza

actividades que son administrativas y que no entraría dentro de un concepto como el

expuesto. Tal sería por ejemplo el caso de la actividad reglamentaria de la administración cuya

característica principal es la producción de una norma abstracta de tipo general.

Las definiciones basadas en una conceptualización material u objetiva no podrían prosperar ya

que la función administrativa comprende actividades que son materialmente idénticas a la

función legislativa (los reglamentos) y a la función jurisdiccional (la decisión adoptada por un



3 1

órgano superior frente a un recurso jerárquico presentado frente al acto de un órgano inferior.

En consecuencia, como la función administrativa no se realiza por ningún órgano en forma

excluyente y dado que no se le reconoce un contenido propio que la tipifique, se propone

definirla como  toda la actividad que realizan los órganos administrativos, y la actividad que

realizan los órganos legislativo y jurisdiccionales, excluidos respectivamente los hechos y actos

materialmente legislativos y jurisdiccionales.

Por último, y teniendo en cuenta que la gestión puede encontrarse en manos privadas,  aún así

podemos entender que se trata de actividad administrativa.  Lo es, porque el gobierno y el

poder de policía en materia de educación están en los órganos estatales y porque el sistema es

uno sólo y es público y sólo existe una asignación de competencias y facultades dada por ley a

sujetos no estatales.

17-  El docente como funcionario publico.

Cada  docente es un empleado público y, como tal tiene asignados roles, funciones,

competencias que debe ejercer en nombre del Estado y en cumplimiento de una función

pública.

El docente, en cualquiera de los grados del escalafón es, a partir de su designación un órgano

de la administración y sus actos forman parte de la administración de la educación. 

Si se entiende esto podrá comprenderse que el docente puede ser visto desde diferentes

puntos de vista: como administrado, con derechos respecto de la administración que lo

emplea y como administrador en tanto forma parte de ella

Si bien los órganos de la administración son construcciones normativas, idealizaciones creadas

a partir de definiciones legales, ellas se corporizan en personas individuales como el maestro,

director, inspector, o colectivas, tal el caso del Consejo Escolar

18.- El principio de legalidad como rector de la actividad administrativa.

Teniendo una somera idea del contenido del derecho administrativo y de la función

administrativa, analizaremos uno de sus institutos  fundamentales de inescindible vinculación

con el ejercicio de la función administrativa y, por lo tanto del procedimiento administrativo. 
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Analizaremos entonces brevemente el principio de legalidad o juridicidad, Todo obrar

administrativo debe sujetarse al ordenamiento jurídico. Debe ser éste quien indefectiblemente

autorice cualquier obrar a través de la atribución de la facultad en tal sentido a un determinado

órgano.

Este principio puede enunciarse, en general, como el sometimiento del Estado a la ley y, en

particular, la necesidad de que toda actuación administrativa deba ser autorizada por una ley,

por lo que la administración encuentra limitadas sus posibilidades de actuación a ésta.

Es menester aclarar que el concepto legalidad no se encuentra limitado exclusivamente a la ley

en sentido formal. También es comprensivo de otros tipos de normas de distinta jerarquía

como reglamentos, y principios generales que conforman el ordenamiento jurídico positivo, a

lo que se ha dado denominar “bloque de la legalidad”. 

De acuerdo a lo expresado, la administración se ve  obligada en su actuar a respetar el

ordenamiento jurídico y las normas de distinta jerarquía que lo componen, incluidos los

reglamentos que ella misma dicta de los que no puede apartarse en un caso particular. 

Es por esto, y por las confusiones que puede llegar a acarrear el término "legalidad”, al

parecer referido exclusivamente a la ley, que se propugna la utilización del termino juridicidad,

que abarca más claramente a lo que el concepto se refiere La legalidad es entonces el

ordenamiento jurídico, y este principio del derecho administrativo, según el cual toda

la acción administrativa debe estar conforme o vinculada con la legalidad, exige que

todos los actos administrativos estén vinculados o conformes con el ordenamiento

jurídico positivo.

Entonces, la norma debe otorgar a la administración la facultad de actuar, pero esta exigencia

debe ser matizada con lo que importantes doctrinarios españoles -García de Enterria y

Fernández- denominan la doctrina de los poderes inherentes o implícitos, según la cual, la

atribución de la facultad puede inferirse por interpretación de las normas más que sobre su

texto directo.

Esto convoca a ser muy cuidadosos al momento de leer las normas y tratar de entenderlas

como parte de un sistema más amplio para lo cual no basta la erudicción sino que es necesario

el sentido común y la consulta técnica cuando el tema excede al docente.

Consecuencia inmediata del principio de legalidad es que toda actuación administrativa, y

particularmente todo acto administrativo que lo contraríe, oponiéndose al ordenamiento
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jurídico, será pasible de ser sancionado de nulidad.

19.- Legalidad en materia educativa

Cuando hablamos de administración de la educación, el marco normativo fundamental de

referencia  lo encontramos en las constituciones y leyes de fondo a las que nos referimos en la

primera parte de este módulo: Constitución Nacional, Constitución Provincial; Ley Federal de

Educación N° 24.195; Ley de Educación Superior N° 24.521 y Ley Provincial de Educación

N° 11.612.

En cuanto a las cuestiones de empleo público docente el marco es el del Estatuto del Docente

Ley N° 10.579, sus modificatorias y decretos reglamentarios

En materia de procedimientos la Ley  Procedimiento Administrativo, Dec. Ley 7647/70 en

todo lo que no esté especialmente reglado por procedimientos especiales

Si bien éstas son las leyes fundamentales, hay que tener en cuenta otras para casos

particulares, como así también decretos, resoluciones, disposiciones, comunicados y también

usos y costumbres propios del sistema.

Si bien el sistema es complejo, es importante adoptar un método: tener en cuenta las normas

fundamentales y los principios generales del derecho administrativo como base de análisis de

cualquier situación y, al momento de abordar una cuestión concreta buscar e indagar en las

normas específicas para aplicarlas  a la luz de las de carácter general.

IV- EL ACTO ADMINISTRATIVO
Habiendo visto qué es la función administrativa y su vinculación con el ordenamiento jurídico a

través del principio de legalidad, comenzaremos el análisis de una de las formas de expresión

de la voluntad administrativa

20- Acto administrativo.
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El acto administrativo como expresión de la voluntad de la administración. Distinción

con los hechos de ejecución. 

La Administración actúa materialmente sobre los particulares a través de decisiones que le

sirven de fundamento jurídico. La decisión es un acto administrativo  (artículo 109 Ley de

Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires).

La ley no define qué es el acto administrativo, y los autores han dado muy variadas

definiciones de él.  No tiene mucho sentido aferrarse ciegamente a ellas, porque no las hay

correctas e incorrectas, sino más o menos útiles.  Lo importante será remarcar para qué es y

cómo es el acto administrativo. 

Como concepto de acto administrativo, nos parece útil el formulado por Cassagne, quien lo

describe como toda declaración de un órgano estatal, en ejercicio de la función materialmente

administrativa (y caracterizada por un régimen exorbitante), que produce efectos jurídicos

individuales, en forma directa con relación a los administrados o terceros destinatarios del

acto.

Asimismo, daremos la definición establecida por Agustín Gordillo para quien el acto

administrativo es la “declaración unilateral realizada en ejercicio de la función administrativa

que produce efectos jurídicos individuales en forma inmediata”. 

La afirmación en punto a la importancia de este instituto con relación a la función

administrativa y al procedimiento administrativo, se basa en la circunstancia de que el acto

administrativo es la expresión de la voluntad de la administración a la que precede un

procedimiento reglado.

La función administrativa se desenvuelve a través de actos administrativos por medio de los

que la administración decide. Entre muchos ejemplos pueden mencionarse el caso de otorgar

a un alumno el título correspondiente a la finalización de los estudios cursados; el

nombramiento de un docente en un cargo; la aprobación de un proyecto educativo

institucional; la no autorización de una lección paseo; o la sanción impuesta por el responsable

del establecimiento a un docente que comete una falta leve, etc. 

La necesaria adecuación del acto administrativo a la legalidad tiene expreso acogimiento en la

Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de  Buenos Aires –Decreto Ley

7647/70- que en su artículo 103, 2° párrafo, establece que el contenido de los mismos se

ajustará a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico.
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Así enunciado su concepto, el acto administrativo, para reputarlo válido, debe contener

determinados componentes denominados “elementos” o “requisitos” esenciales. Salvo ligeras

variantes, la doctrina, jurisprudencia y legislación contemplan los elementos del acto

administrativo que a continuación se describen y que si bien no los encontramos enunciados en

la ley de procedimiento administrativo de la provincia de Buenos Aires, éstos surgen de su

articulado.

21.- Elementos

Competencia del órgano: es la aptitud legal que surge del conjunto de facultades y

atribuciones que corresponden a los órganos y sujetos estatales

Este elemento exige que el órgano o ente emisor del acto obre dentro de las atribuciones que

de acuerdo al principio de legalidad el ordenamiento le  ha acordado. La falta de competencia

o el exceso en los límites de actuación impuestos acarrea un vicio en este elemento del acto.

Este elemento está contemplado por el artículo 103, 1° párrafo de la Ley de Procedimiento

Administrativo de la Provincia de Buenos Aires al establecer que los actos administrativos se

producirán por el órgano competente.

Voluntad: para que el acto sea imputable al sujeto del cual emana, para que sea una

verdadera y efectiva declaración o manifestación administrativa, debe haber sido dictado con

plena “voluntad”, sin que medie error, dolo o coacción de ninguna naturaleza. Debe señalarse

que a diferencia de lo que ocurre en el ámbito del derecho privado, el agente público no

posee libertad en cuanto al objeto  y la finalidad de la decisión a adoptar pues sus contornos

estarán predeterminados por una norma jurídica. Asimismo, la voluntad de la administración

en el acto administrativo, necesariamente requiere de un procedimiento previo tendiente a

determinarla o elaborarla .

Procedimiento: La preparación de la voluntad (decisión) de la administración a efectos de

dictar un acto administrativo no se realiza de cualquier manera, sino sobre la base de un

procedimiento previo legalmente impuesto en el cual se contempla la forma de peticionar del

particular, la manera de acreditar los hechos y la forma concreta que deberá adoptar la

decisión en función del órgano que la emita
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El elemento es regulado por el artículo 103, 1° párrafo de la Ley de Procedimiento

Administrativo de la Provincia de Buenos Aires,  que los actos administrativos se producirán

mediante el procedimiento que en su caso estuviere establecido.

Forma: Es el revestimiento exterior, el medio por el cual el acto aparece y pone en evidencia

su existencia. Es el modo como se exterioriza y documenta la voluntad administrativa

contenida en el acto y no debe confundirse con las formalidades, que son los requisitos que

debe observar la autoridad pública antes de emitirlo, y que no son otra cosa que el

procedimiento previo al acto final.

La forma es tratada en la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos

Aires, en los artículos 104 a 108, considerándola una manera de expresión y constancia de los

mismos, admitiéndola escrita y verbal, aunque por principio la administración se expresa en

forma escrita) (resoluciones, disposiciones, actas.)

Causa: La causa consiste en los antecedentes de hecho y de derecho que justifican el dictado

del acto administrativo.

Es una apreciación de los hechos realizada en función de un determinado interés público.

Frente a una situación dada el órgano administrativo se representa y valora la solución lícita

posible de acuerdo al fin de interés general perseguido, dictando el acto.

Es el porqué se dicta el acto, cuales son las razones que llevan a decidir en tal sentido.

Por ejemplo, la causa del dictado de un acto administrativo que dispone una sanción es, por

un lado, la existencia de una norma que establece para algún órgano la atribución de sancionar

a quien realice determinada acción (antecedentes de derecho), así como las circunstancias de

hecho que acreditan que el destinatario ha obrado de ese modo (antecedentes de hecho). En

síntesis, la causa serán hechos y normas debidamente relacionados.

Si bien la ley no menciona expresamente el elemento causa, es evidente que, exigiéndose la

motivación, cabe presumirla.

Motivación: Cuando explicamos la causa, dijimos que era el porqué del dictado del acto. La

motivación es la necesariedad de que en el acto se exprese esta circunstancia y en la Ley de

Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires es exigida por el artículo 108,
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que establece que ciertos actos que allí se describen deberán ser motivados y contendrán una

relación  de hechos y fundamentos de derecho.

Si bien puede dar lugar a confusión, no hay que caer en este error. Puede existir un acto

administrativo que tenga causa pero que no se halle debidamente motivado, como por

ejemplo si se determinara una sanción a un agente público  que incumple con sus obligaciones

legalmente establecidas, pero que esto no se exprese en el texto del acto. Asimismo puede ser

que el acto sea motivado, pero que no tenga causa, como sería en el caso de que los

antecedentes de hecho que se expresaran para dar lugar a una sanción fueran falsos o

inexistentes. En ambas situaciones nos hallaríamos frente a actos viciados.

La motivación es entonces la exposición de la causa del acto, el relato expreso de las

circunstancias de hecho y de los fundamentos de derecho que llevan a su dictado y es usual

que consista en un resumen de las cuestiones fácticas acreditadas en el expediente y su

correlación con las normas jurídicas vinculadas a la cuestión.

Aquí se ve el porqué de la afirmación efectuada al finalizar el punto anterior respecto a que al

exigir la motivación del acto administrativo, la ley presupone que éste debe tener causa, ya

que sino no habría qué cosa expresar en aquella.

La Suprema Corte de Buenos Aires ha expresado que “los actos del poder administrador

deben explicar sus motivos, no solo por virtud de que la administración, sometida al Derecho

en un régimen republicano, debe dar cuenta de sus actos, sino porque esos actos están sujetos

a revisión jurisdiccional y no sería posible examinar su legitimidad si no se conocen sus

causas”.

Objeto: el objeto del acto está representado por su concreto contenido, por aquello que

efectivamente decide o constata el órgano autor del acto. El artículo 103 de la Ley de

Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires consigna que el contenido de

los actos se ajustará a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico y será adecuado a los fines de

aquellos. La adecuación a los fines públicos que informa toda la actividad

administrativa configura una característica del objeto que no debe confundirse con el

elemento finalidad.

Un ejemplo de objeto de acto puede ser la cobertura de la función directiva de un servicio

educativo 
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Finalidad: Por naturaleza toda la función administrativa, en forma directa o indirecta, persigue

una finalidad de interés común. Toda la actividad de los órganos estatales apunta a satisfacer

necesidades públicas.

La finalidad de todo acto administrativo, es qué aspecto del bien común busca mejorar. 

La finalidad es el para qué de la decisión desde un punto de vista teleológico mientras que el

objeto es la decisión concreta e inmediata que se adopta.

Siguiendo con el ejemplo dado en el punto anterior, si el objeto del acto es la cobertura de un

cargo directivo, la finalidad será la debida prestación del servicio en cumplimiento de la

obligación del Estado de educar

22-  Nulidad y vicios en los elementos.

El acto administrativo posee una serie de particularidades propias. Como emana de una

autoridad se lo presume legítimo, y quien sostenga lo contrario le incumbirá demostrarlo,

mientras no lo haga el acto seguirá considerándose legítimo.  Esta presunción, llamada de

legitimidad, le da dos cualidades: la ejecutividad del acto, lo que significa que éste es

obligatorio y pleno de eficacia jurídica.  También posee el acto administrativo ejecutoriedad

es decir que la propia administración puede ejecutar su cumplimiento y sin que la interposición

de recursos pueda suspenderlo, salvo que la ley expresamente así lo disponga (artículo 158

del Estatuto Docente y su reglamentación y artículo 110 de la Ley de Procedimiento

Administrativo de la Provincia de Buenos Aires)

Ni la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, ni el Estatuto del

Docente contienen normas que regulen la nulidad de los actos administrativos. A falta de éstas

se recurren a los principios generales del Derecho Administrativo, a las sentencias de los

tribunales, y a las leyes análogas, como la Ley Nacional de Procedimiento Administrativo N°

19.549.

Los elementos del acto administrativo surgen como requisitos para la validez de este.

La administración puede dictar actos defectuosos, que surgen con deficiencias jurídicas por no

haber sido dictados de conformidad con los preceptos jurídicos a cuyo tenor debieron

producirse, por lo que presentan deficiencias jurídicas, vicios, irregularidades. Para determinar

cuáles actos son válidos y cuáles no, es indispensable conocer cuáles son los requisitos de
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validez del acto administrativo, lo que coincide con la corrección de sus elementos que

determinan sus posibles vicios.

El acto aparecerá viciado no sólo cuando alguno de estos elementos se encuentre ausente,

sino cuando aún presente, aparezca imperfecto o insuficiente.

Es entonces, a rasgos generales la consecuencia de la verificación de vicios en el acto

administrativo la posibilidad de que éste sea declarado nulo y dejado sin efecto.

Sin embargo la anulación de los actos por cuestiones de legitimidad, no puede producirse sin

tener en consideración la circunstancia de los derechos adquiridos por los particulares cuando

el acto viciado es notificado. La anulación de los actos aunque ilegítimos requiere del análisis

de las particulares circunstancias y de los derechos que afecta (artículos 113 y 114 de la Ley

de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires)

V-LA NOTIFICACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO.

23.- Concepto

Notificar significa tanto como hacer saber, poner en conocimiento.  Este concepto de

notificación es insuficiente, porque es un concepto vulgar y nosotros debemos tener presente

que nos manejaremos con un concepto técnico  de notificación, que excede abiertamente a la

mera puesta en conocimiento.

La notificación de un acto administrativo es el acto o hecho que permite al administrado tomar

conocimiento de su dictado. Esta debe practicarse con constancia fehaciente en el expediente

de su fecha de recepción por el destinatario y de que se ha hecho saber el contenido del acto

dictado.

El acto notificado sale de la esfera de la administración y produce efectos respecto del

administrado. La notificación establece un cambio en la relación con el administrado y en las

posibilidades que tiene la administración para revocarlo (artículo 114 Ley de Procedimiento

Administrativo de la Provincia de Buenos Aires)

 La notificación de los actos administrativos tiene una íntima vinculación con el debido proceso
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adjetivo (o formal), y sus vicios pueden dar lugar a situaciones de indefensión, que a la postre

acarreen la nulidad de lo actuado.  Por ello el acto de notificación contiene una serie de

formalidades cuya finalidad es garantizar la seguridad. Estas están previstas en la

reglamentación del artículo 161 del Estatuto Docente, el que asimismo, en su parte final,

remite al Capítulo “De las notificaciones”  de la Ley de Procedimiento Administrativo de la

Provincia de Buenos Aires, para todo lo no previsto. 

La notificación es el medio de dar eficacia al acto frente al administrado.  Una vez notificado

del mismo, recién allí comenzará a correr el plazo para interponer los recursos administrativos

que fueren procedentes, o bien para interponer demanda judicial Contencioso Administrativa

(artículo 68 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires)

24- Actos que deben notificarse

La Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires (artículo 64)

dispone que se notificarán solamente  las resoluciones de carácter definitivo, los

emplazamientos, citaciones, la apertura a prueba y las providencias que confieran vista o

traslado o decidan alguna cuestión planteada por el interesado”.

Aplicando estas reglas al Estatuto del Docente,  tenemos que, por ejemplo, cualquiera de las

sanciones previstas por los artículos 132 y 133 consisten actos definitivos que deben ser

notificados, por aplicación de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de

Buenos Aires y del artículo 137 y en el 2° párrafo del artículo 125 del Decreto 2485/92,

reglamentario del Estatuto del Docente, en cuanto al abandono de cargo.

Un caso de notificación de un emplazamiento lo encontramos en el artículo 152 —aquí el

“Estatuto” lo dispone expresamente— cuando en todos los casos de sumario deberá

notificarse al imputado personalmente o por telegrama colacionado, la integración del tribunal

con indicación de que tendrá tres días hábiles para recusar con causa a uno o más miembros

del tribunal de disciplina. Otro ejemplo es el emplazamiento del inciso 9.1 del artículo 125 del

decreto reglamentario del Estatuto Docente en el abandono de cargo.

Un acto que resuelve “una cuestión planteada por el interesado” la encontramos, por ejemplo,
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en el otorgamiento de alguna licencia.

25-  Recaudos que deben cumplirse al practicar la notificación

La reglamentación del artículo 161 del Estatuto Docente prevé que: “A los efectos de las

notificaciones ordenadas en las actuaciones, se tendrá presente que las mismas deben

contener la pertinente motivación del acto  y el texto íntegro de su parte resolutiva, con la

expresión de la carátula y numeración del expediente correspondiente”.

También dispone la norma que  “las notificaciones se realizarán personalmente en el

expediente o actuaciones, firmando el interesado ante la autoridad administrativa, previa

justificación de identidad, o mediante cédula, telegrama colacionado o certificado

recomendado, carta documento, carta certificada con imposición de copias, o por cualquier

otro medio que permita tener constancia de la recepción, de la fecha y de la identidad del acto

notificado”.

Estos medios o mecanismos de notificación también están contemplados en el artículo 63 de la

Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires; notificación personal,

por cédula, telegrama colacionado o certificado, o cualquier otro medio fehaciente (por

ejemplo carta documento) siempre que permita tener constancia de la recepción, su fecha y el

contenido del acto notificado.

26- La notificación personal

Se practica por la compulsa del expediente por la parte interesada, dejándose constancia del

acto que se notifica y de la fecha. Para garantizar la defensa del debido proceso legal es

necesario en la notificación personal entregar copia del acto que se notifica, dejando

constancia de ello. Puede practicarse en cualquier lugar donde se encuentre el destinatario,

como por ejemplo donde presta funciones. 

Es importante tener en cuenta la sustancial diferencia entre la notificación del acto

administrativo y la citación que usualmente se practica haciendo saber a alguien que deberá

presentarse para notificarse. Esta citación no es notificación del acto administrativo. Esta sólo

se producirá si es que la persona se presenta y se notifica, dejándose de ello debida
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constancia en el expediente. Si la persona no concurre ante la citación, deberán buscarse

otros medios de practicar la notificación.

27.-Las notificaciones por cédula, telegrama o carta documento

No merecen aclaraciones, salvo que cuando deban acompañarse copias el mecanismo

conveniente es la cédula, dejando constancia en su cuerpo de los documentos que se entregan

juntamente con la cédula. Como es claro, tanto el telegrama como la carta documento,

permiten una extensión de texto limitada.

Con respecto a dónde deben dirigirse estas notificaciones, la regla general es que han de

realizarse en el domicilio constituido, dado que los particulares debe indicar éste en su primer

presentación (artículos 24 y 63, Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de

Buenos Aires). Cuando se trate de la primer citación a un particular, evidentemente que

deberá efectuarse al domicilio real. Si se trata de notificar a un docente habrá que dirigirse al

que ha informado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6 inciso i) del Estatuto Docente.

En relación a ello, recordemos que según el artículo 6, inciso i citado, es un deber de los

docentes, “declarar y mantener actualizado su domicilio ante el establecimiento o repartición

donde preste servicios, el que subsistirá a todos los efectos legales, mientras no se denuncie

otro”. Este domicilio subsiste a todos los efectos legales mientras no denuncie otro, y aunque

el docente haya cambiado su residencia.

De acuerdo con lo dicho, y según lo dispone la reglamentación del artículo 161 del Estatuto, la

notificación deberá dirigirse “ ... al domicilio constituido por el interesado en las actuaciones,

no existiendo domicilio constituido, al domicilio declarado conforme el artículo 6 inciso i del

Estatuto Docente, y ante la falta de estos, a su domicilio real.

Esto último sólo puede ocurrir cuando no hubiera constancia alguna de domicilio declarado

por el docente, no cuando ésta existiera y el domicilio real hubiera sido modificado.

Repetimos, a los fines de enfatizar, si apareciera alguna declaración de domicilio, aunque en

los hechos hubiera sido abandonado, subsistirá a todos los efectos legales.

En caso de que no pueda averiguarse de modo alguno el domicilio real, merece tenerse en
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cuenta el artículo 66 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos

Aires que dispone que cuando se trata de citar o emplazar a personas cuyo domicilio se

ignore, se hará por edictos publicados en el Boletín Oficial y por la radiodifusora oficial

durante cinco días seguidos. El emplazamiento o citación se considerará efectuado cinco días

después del último día de publicaciones.  Obviamente nos referimos a días hábiles. Esta pauta

ha de utilizarse respecto de alguien que no es docente del sistema, ya que para los docentes

rige la obligación del artículo 6 inciso i del Estatuto Docente y en consecuencia se tendrán por

válidas las notificaciones aunque no se haya actualizado el dato.

Las notificaciones deben practicase en días hábiles para la administración.  El día en que se

practicó la notificación no se computa a los efectos de establecer los plazos (artículo 165,

Estatuto, y artículo 68, Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos

Aires).  Así si una notificación se realizó un día miércoles, con una intimación a comparecer

dentro de los cinco días, el primer día será el jueves, y el miércoles de la semana entrante el

quinto.

En caso que la notificación se realice por carta o telegrama y la misma se efectivice en día

inhábil administrativo, deberá considerarse que el subsiguiente hábil es el día en que se

practicó la notificación.

A los fines de determinar los días inhábiles, además de los dispuestos para la administración

en general, deben tenerse en cuenta los días así declarados en el distrito que tampoco son

computables.

Como regla, en caso de duda frente a la temporaneidad de una presentación del particular, es

dable interpretar el cómputo de plazo de manera favorable a aquel.

28.- Invalidez de las notificaciones

El anteúltimo párrafo de la reglamentación del artículo 161 del Estatuto dispone que “Toda

notificación que se hiciere en contravención de las normas prescriptas será nula. Sin embargo,

si del expediente o actuaciones resulta en forma indudable que el interesado ha tenido

conocimiento de la providencia, la notificación o citación surtirá desde entonces todos sus
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efectos”.

El artículo 67 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires en

su primer parte, dispone que “toda notificación que se hiciere en contravención de las normas

prescriptas será nula”, lo que es idéntico a decir que “no producirá los efectos que le son

propios”.

Ya vimos que el principal efecto de la notificación es que el acto ganaba eficacia respecto del

interesado, y que a éste comenzaba a correrle el plazo para recurrirlo administrativamente, o

bien para entablar la acción judicial contencioso –administrativa, en caso que ésta fuere

procedente.

Por lo tanto, en caso que nos encontremos con una notificación nula, lo que corresponde es

practicarla nuevamente y, eventualmente decretar la nulidad de lo actuado a partir del acto

fallido o nulo en cuanto fuere dañoso para el administrado no notificado.

Cuando el mentado artículo se refiere a las notificaciones hechas “en contravención de las

normas prescriptas” entendemos que se refiere a los aspectos fundamentales de la misma,

como son: (a) practicada en el domicilio incorrecto; (b) dirigida a persona incorrecta, (c) que

no contenga la transcripción íntegra del acto (motivación y parte resolutiva), o copia del

mismo y, (d) individualización del expediente y organismo ante el que tramita.

Además de lo dicho se deberán observar los otros recaudos que la reglamentación del artículo

161 del Estatuto Docente exige como requisito de validez respecto a como deberá practicarse

la notificación.

La última parte de la reglamentación del artículo 161 del Estatuto Docente, repitiendo la

fórmula del artículo  67 de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos

Aires, determina una excepción a la regla antedicha al disponer que “si del expediente resulta

en forma indudable que el interesado ha tenido conocimiento de la providencia, la notificación

o citación surtirá desde entonces sus efectos”.

Este mecanismo es una presunción que establece la ley sólo para el caso que la notificación

sea inválida, pero no obstante ello, se supiera que el destinatario ha tomado conocimiento de
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la providencia respectiva.

VI- PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

29.- Concepto

El procedimiento administrativo es la vía, el camino que ha de seguir la administración para

llegar a un fin: el acto administrativo”. 

Como adelantáramos en el capítulo IV, la administración sólo se pronuncia mediante actos

administrativos.  Es claro que, si la administración debe expresar su voluntad mediante actos,

y éstos actos derivan de un procedimiento administrativo, la actuación de la administración, el

acto administrativo y el procedimiento administrativo —por regla general— coexisten y se

encuentran íntimamente vinculados entre sí.

Según lo define el profesor Carlos Botassi, el procedimiento administrativo es “la sucesión

legalmente ordenada de hechos y actos tendientes al nacimiento de una decisión final

materialmente administrativa”.  

Toda decisión administrativa (entendiendo por tal a la manifestación de voluntad de cualquier

poder del estado de “contenido administrativo”) se  ve precedida de un trámite o cadena de

hechos y actos que configuran un procedimiento.

Esta afirmación se ve  exigida por el ordenamiento jurídico. En el ámbito de la Provincia de

Buenos Aires surge del artículo 109 de Ley  N° 7647 que dispone que “La administración

pública no iniciará ninguna actuación material que limite derechos de los particulares sin que

previamente haya sido adoptada la decisión que le sirva de fundamento jurídico.

El trámite previo y el acto administrativo decisorio son obligatorios, antes de llevar adelante

cualquier actuación. Caso contrario, se incurriría en vías de hecho, las que se encuentran

prohibidas a la administración.

Este camino que es el procedimiento no se da de manera caótica o arbitraria, sino que es

ordenado por una norma que dispone la precedencia de una cadena de gestiones que le sirven
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de apoyo y fundamento a la decisión a adoptar. El procedimiento aparece ordenado en un

determinado sentido y el respeto de sus etapas y requerimientos es necesario para la eficacia

de la tarea administrativa, para la preservación de la legalidad objetiva y para el efectivo

ejercicio de la garantía de defensa en  favor de los administrados. ( Por legalidad objetiva se

entiende a la referida a las normas de fondo referidas al objeto del acto)

30.-  Sentido. Garantía del administrado  y preparación de la voluntad de la

administración

La importancia y fundamento del procedimiento administrativo radica en que éste permite al

Estado organizar sistemáticamente la obtención de sus fines públicos, adoptando sus

decisiones evaluando los hechos evidenciados en la etapa de prueba, respetando la legalidad

objetiva que marquen los dictámenes de órganos de asesoramiento y garantizando al

administrado el ejercicio de su derecho de defensa mediante su amplia participación.

Esta legalidad objetiva no es otra que el principio de juridicidad, en virtud del cual, como

viéramos oportunamente, toda actuación administrativa y el procedimiento en que ésta se

encauce, deben someterse al ordenamiento jurídico para ser considerados válidos.

Esta caracterización del procedimiento administrativo  como garantía jurídica de la buena

marcha de la Administración como también de tutela de los derechos e intereses de los

particulares ha sido también la rescatada por la Suprema Corte de la Provincia de Buenos

Aires.

De este modo, el procedimiento administrativo constituye un instrumento de control de la

legitimidad (que incluye legalidad y razonabilidad o justicia) y del acierto de los actos con

relación al interés público o bien común que es el fin que la administración persigue (control de

oportunidad, mérito o conveniencia).

El objeto del procedimiento administrativo, y aquí radica su importancia, es

permitirle a la administración la posibilidad de recabar toda la información

necesaria para adoptar la decisión que, siendo conforme al ordenamiento jurídico,

conjugue de mejor modo el interés publico, así como posibilitar al administrado el

conocimiento de los fundamentos de la misma a los efectos de que éste, en  caso de

verse afectado, ejerza su defensa alegando sobre la legalidad o arbitrariedad de las
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razones dadas.

31- Normas y principios que rigen el procedimiento administrativo.

Dónde encontramos las normas del procedimiento administrativo para el ámbito educativo? (lo

eliminaria)

Normas

En la Provincia de Buenos Aires existe una norma general sobre procedimiento administrativo

que es el Decreto Ley 7647 del año 1970 (Ley de Procedimiento Administrativo de la

Provincia de Buenos Aires). En el ámbito educativo, el Estatuto  Docente, Ley N° 10.579 y

modificatorias, el Decreto Reglamentario  2485/92 y   modificatorio 441/93  y el Decreto Ley

688/93 sobre licencias, contienen normas de procedimientos especiales que, por lo general

son conocidos por los docentes que ocupan cargos jerárquicos. Es necesario ver cómo

juegan y armonizan las normas en cuestión, ya que el artículo 1 de la Ley de Procedimiento

Administrativo de la Provincia de Buenos Aires expresamente dice que sus normas son  “de

aplicación supletoria en las tramitaciones administrativas con regímenes especiales”

Si existe un procedimiento especial deben seguirse sus prescripciones y sólo ante falta de

regulación de cuestiones concretas, ante lo no previsto o ante el vacío, se recurre al

procedimiento general. 

Debe destacarse también, que la mayoría de las normas con procedimientos especiales, traen

una remisión que dice: “ En todo lo demás no previsto, se aplicará lo dispuesto en el capítulo

... de la Ley N°...”

En la Ley N° 10.579 y su reglamentación por Dto. 2485/92 y modif., las remisiones a la Ley

N° 7.647 por lo no previsto -a modo de ejemplo y sin agotar la enumeración-,  las

encontramos en los artículos 161 y 162 del decreto reglamentario (notificaciones y plazos).

Existe otra situación diferente donde no se remite para llenar vacíos, sino a otra norma que es

precisamente la del procedimiento especial que hay que seguir, por ejemplo en la

reglamentación del artículo 140 del Estatuto Docente: “se aplicará el procedimiento

disciplinario establecido en el Estatuto para el Personal de la Administración Pública”, que

sería el de la Ley N° 10.430 y su reglamentación.

Por último, encontramos remisiones que tienen por único objeto el de evitar repeticiones en

una misma norma, por ejemplo en el Estatuto Docente en muchas ocasiones se remite al
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Capítulo XXIV, por el procedimiento de los recursos, así los artículos 63° y 75°. 

Ejemplos de procedimientos especiales en el estatuto los encontramos en la reglamentación de

concursos y sus recursos (artículos 76 y 84 del Estatuto Docente y su decreto reglamentario)

Procedimiento disciplinario (artículos 139 a 155), Recursos (artículos 156 a 165 ) y otros que

veremos en un módulo específico.

32.- Principios

El procedimiento administrativo no está regulado sólo por las leyes, sino que también existen

una serie de principios  o reglas de valoración que no prescriben para una situación particular,

sino para todas en general.  Establecen una guía o parámetro para la aplicación de la norma a

un caso dado.

Existen casos en que los principios están contenidos o explicitados por normas jurídicas, en

otros los principios se deducen de normas o del juego de normas, sin que estén expresamente

enunciados. Los principios fundamentales del Procedimiento Administrativo son los siguientes:

a) debido proceso: es quizá el más importante de todos los principios.  El mismo emana

directamente de la Constitución Nacional (artículo 18) “[...] Es inviolable la defensa de en

juicio de la persona y de los derechos [...]”.  La Constitución de la provincia recepta

expresamente esta garantía respecto del procedimiento administrativo en su artículo 15 “La

Provincia asegura [...] la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en

todo procedimiento administrativo o judicial [...]”

Dentro de este principio se encuentran el de legalidad (artículo 19, Constitución Nacional;

artículo 15, Código Penal) ya que “[...] Ningún habitante de la Nación será obligado a

hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe”.

Como principio derivado de la garantía constitucional de defensa en juicio, el derecho al

debido proceso adjetivo (o de las formalidades), no sólo tiende a la defensa del interés

privado del particular, sino también obra como garantía del interés público. Este derecho

obliga a la autoridad administrativa al respeto de las normas y principios que regulan el
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desenvolvimiento de las distintas etapas del procedimiento, debe también asegurar la

posibilidad por parte del administrado de ejercer la defensa de sus derechos. Comprende

diversos aspectos: A- el derecho a ser oído, obteniendo vista de las actuaciones y exponiendo

las razones y peticiones antes de la emisión del acto. B- el derecho a ofrecer y producir

prueba, si  ella es pertinente, el derecho a controlar la producida por la administración y el de

presentar alegatos y descargos una vez vencido el período probatorio- C- el derecho a una

decisión fundada, que comprenda la consideración expresa de todas y cada una de las

cuestiones propuestas y de los principales argumentos.

Este principio se extiende al procedimiento administrativo como un medio de lograr el

encuadre de la administración al marco de la legalidad objetiva (referida al fondo de las

cuestiones a resolver). En el Estatuto del Docente la aplicación la encontramos en el artículo

164, con el derecho a solicitar vista y , en caso que fuere para presentar un recurso, la

suspensión del plazo hasta que se otorgue. En la Ley de Procedimiento Administrativo de la

Provincia de Buenos Aires aparecen múltiples aplicaciones de este principio, el artículo 11 que

establece la posibilidad de tomar vista, el artículo 34 que admite como fecha de presentación

de un escrito la de su remisión por correo, el artículo 55 en cuanto establece la amplitud en

cuanto a la selección de los medios de prueba, entre otros.

b) impulso de oficio: En virtud de este principio, corresponde a la autoridad administrativa,

por sí, adoptar todos los recaudos conducentes al avance del procedimiento, hasta el dictado

del acto final, y asimismo, desarrollar la actividad tendiente a reunir los medios de prueba para

su adecuada resolución, lo que no suprime en modo alguno la intervención de los

administrados ni les cercena el derecho a presentarse e impulsarlo.

El principio en la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires se

encuentra contemplado en el artículo 48 y en el artículo 54

El mencionado artículo 48 establece que: “el procedimiento se impulsará de oficio en todos

sus trámites [...]”. Este es un deber de la Administración que juega con independencia de la

existencia o no de particulares interesados en las actuaciones. ¿Qué sucede si un particular

debe producir alguna prueba o acto que obste a la prosecución del procedimiento —por

ejemplo acreditar su personería (artículo 14 Ley de Procedimiento Administrativo de la

Provincia de Buenos Aires—? ¿Cómo juega el impulso de oficio? ¿Se puede decretar la
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caducidad del procedimiento mandando a archivar las actuaciones (artículo 127 Ley de

Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires)?

La regla es la siguiente: primero intimar al interesado para que dentro de un plazo razonable

fijado por la administración, cumpla con el acto que obsta a la continuación de las

actuaciones.  En caso de incumplimiento, comenzará a correr el plazo de seis meses para

decretar la caducidad y mandar a archivar las actuaciones, siempre y cuando no exista un

interés general en el asunto.  Porque la caducidad sólo puede jugar cuando el interés

planteado en el procedimiento sólo sea particular.  Si existieren involucrados intereses

generales las actuaciones deben seguir.

Por ejemplo, un docente solicita una licencia por estudio; se le intima a que acredite los

mismos (sea aportando la documentación pertinente, o los certificados de estudios) y no lo

hace; como no existe interés general (sino sólo particular del peticionante), se podrá decretar

la caducidad del procedimiento.  

Ahora bien; supongamos que estamos frente a una denuncia de una falta disciplinaria, en este

caso las actuaciones deben seguir de oficio, con independencia de la actuación u omisión de

los interesados, porque allí prima el interés general de que dichos hechos se investiguen, para

confirmar y sancionar o para desestimar y absolver a los imputados, con total prescindencia

del interés que puedan tener los denunciantes.  Aquí juega con toda su entidad, el impulso de

oficio.

c) informalismo: este principio autoriza a excusar la inobservancia de exigencias formales no

esenciales que puedan ser cumplidas posteriormente, por lo que a algunos autores les parece

más adecuado denominarlo “formalismo moderado”.

En ningún caso cabe negar la justa solución de  la cuestión de fondo por motivos meramente

formales, Debe destacarse que este principio está concebido siempre a favor del administrado

optar juzgar por la validez de los actos, cuando estos no estén perfectamente ajustados a su

forma prescrita por la ley, si de ellos se puede comprender su finalidad.  En caso que ello no

fuere posible, debe intimarse al interesado para que corrija sus vicios antes de privarlo de sus

efectos .
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El Estatuto Docente recoge este principio en el artículo 160 al considerar admisibles los

recursos independientemente de su denominación

La Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires contiene una

aplicación de este principio en tres normas:

1) en el artículo 69, última parte, cuando manda a juzgar que ante un escrito sin fecha de

presentación “se considerará que ha sido presentado en término”;

2) En el artículo 72, cuando dispone que “el vencimiento de los plazos que en esta ley se

acuerdan a los administrados durante el procedimiento, no hace decaer el derecho a

efectuar las presentaciones del caso con posterioridad, debiendo continuarse el trámite

según su estado, sin retrotraer sus etapas”.  Hay que tener muy presente que este artículo

no juega para los plazos para interponer los recursos, los que sí son determinantes (artículo 74

de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires;

3)  En el artículo 88, cuando establece, al igual que el artículo 160 del Estatuto, que “los

recursos deben proveerse y resolverse cualquiera sea la denominación que el interesado

les de, cuando resulte indudable su impugnación o disconformidad con el acto

administrativo”. Es decir, que si el recurso formalmente procedente es de reconsideración

y el particular planteo de apelación o jerárquico, etc., la administración debe tratarlo, no

puede asirse de dicha falla formal para desestimar o no tratar el recurso.

d) Publicidad

Este principio surge del sistema republicano de Gobierno donde todo el accionar de la

administración debe gozar de  publicidad y transparencia en los procedimientos. El acto

público es la máxima expresión de este principio. El Estatuto en los artículos 7, 48, 63 y 64

prescribe expresamente sobre la publicidad de la información referida fundamentalmente a

órdenes de mérito y exhibición de listados.    

e) Otros principios: la doctrina especializada también suele enumerar la existencia de otros
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principios, como el de eficacia, celeridad, economía, sencillez, etc.  Cada uno de estos

principios pueden ser considerados existentes dentro de los explicados más arriba, porque,

por ejemplo, no es comprensible que se sostenga la existencia de debido proceso adjetivo si

no existe eficacia, celeridad, y economía en la tramitación de la causa .

También existen principios propios de determinados procedimientos como por ejemplo los de

libre concurrencia e igualdad relativos a las designaciones de docentes. Ambos juegan en el

sentido de posibilitar la mayor cantidad de aspirantes para luego seleccionar en condiciones

de igualdad de trato entre los que se encuentran en las mismas condiciones. 

33.- Sujetos que intervienen en el procedimiento administrativo.

Puede existir un procedimiento administrativo en el que sólo intervenga la Administración, y de

hecho ello es muy común.  Dado que la administración sólo se pronuncia mediante actos

administrativos y éstos por regla general son el fin de un procedimiento administrativo,

tendremos que siempre que la administración deba pronunciarse habrá procedimiento

administrativo.  Esto puede presentarse en los procedimientos para autorizar la realización de

obras, compras, contrataciones, etc. 

También es muy común que el procedimiento administrativo tenga nacimiento en la petición de

un particular ante la administración: un docente solicita una licencia; otro solicita la jubilación;

otro formula una denuncia

En todos estos casos hay un procedimiento en el que actúa un administrado con la

administración, dentro de un procedimiento administrativo.

35 Qué condiciones debe cumplir un particular para iniciar un

procedimiento administrativo?

Hacerlo por escrito y dirigirlo a su superior jerárquico en caso de tratarse de un docente. Ese

escrito debe contener datos de identidad y domicilio ( si se constituye uno especial para el

procedimiento de que se trate)
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La expresión escrita es exigida porque el procedimiento administrativo, en principio y en

general siempre es escrito y se basa en las constancias del expediente (artículos 29 y ss. de la

Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires)

El seguimiento de la vía jerárquica para peticionar está impuesto por el artículo 6, inciso j) del

Estatuto Docente, no obstante en el caso de que se trate de una denuncia contra un superior

jerárquico, se dirigirá al superior común a ambos, esto es, el denunciante y el denunciado.

Esta última alternativa no está contemplada expresamente en la normativa, pero resulta de la

necesidad de garantizar el trámite

Los particulares pueden denunciar o peticionar ante cualquier organismo aunque determinadas

peticiones tienen la forma y lugar de recepción prevista en las normas. Por ejemplo la solicitud

de ingreso en la docencia debe presentarse en determinado formulario, tiempo y lugar.

VII- RECURSOS ADMINISTRATIVOS – CONTROL JUDICIAL
35.- Concepto

Los recursos administrativos son los medios o mecanismos de impugnación, mediante los

cuales aquel que se agravia de un acto administrativo, solicita al mismo órgano que dictó el

acto —o su superior jerárquico— revea el acto, revocándolo total o parcialmente. 

36.-  Objeto

 Visto desde este ángulo, los recursos son un medio de control por parte de los particulares

de lo actuado por la autoridad administrativa pero también de la propia autoridad

administrativa que revisará su accionar.

El recurrente siempre tendrá un interés concreto en la revocación del acto que lo agravia:

será su interés recursivo y puede fundarse en la falta de legalidad del acto, o bien en la errónea

valoración de la Administración de la oportunidad, mérito o conveniencia de su dictado.
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Otras veces, la interposición de los recursos, tiene por objeto inmediato agotar las instancias

administrativas, a efectos de poder demandar judicialmente a la Administración.  Aquí el

interés es agotar la instancia, y los recursos son parte del trámite a seguir.

37.-  Que actos son recurribles

En estricto rigor los actos administrativos recurribles son los de alcance particular. 

 Los actos administrativos de alcance general son impugnables pero no recurribles.

Lo expuesto merece una aclaración, aunque más no sea tangencial:  En principio la

impugnación en sede administrativa de los actos de alcance general es posible o procedente

por medio de un reclamo, es decir instando un procedimiento administrativo donde la

pretensión concreta del administrado es la derogación total o parcial de dicho acto.

También se pueden impugnar actos de alcance general, en forma indirecta al cuestionar su

aplicación mediante un acto administrativo de alcance particular.  Supongamos que el Poder

Ejecutivo establece un régimen de sanciones administrativas en el ámbito docente —norma no

impugnada—, que luego la autoridad de aplicación se apoye en él y dicte un acto de alcance

particular (por ejemplo, suspensión); en este caso el docente afectado puede recurrir éste

último e indirectamente impugnar el de alcance general que le dio causa.

Pondremos más interés en la impugnación de los actos de alcance particular, por ser éstos los

que se presentan con mayor asiduidad dentro del procedimiento administrativo y no

perderemos de vista que aquel acto definitivo – por oposición a al acto preparatorio que no

produce efectos jurídico directos- que resuelve el fondo del problema planteado por la

necesidad administrativa o la petición del particular y produce efecto externo creando una

relación entre la administración y las demás cosas o personas, es el impugnable y que

justamente lo es porque su nota está en su autonomía funcional que le permite producir

derechos y obligaciones y lesionar o favorecer por sí mismo al administrado.

38.- Régimen recursivo del Estatuto Docente.

Debido a que el Estatuto Docente contiene una regulación particular o especial de los

recursos administrativos que proceden (capítulo XXIV, artículos 156 a 165), prevalecerá

sobre el Procedimiento Administrativo dado por Dto. Ley 7647/70, que será sólo de

aplicación supletoria cuando la cuestión no esté prevista en el capítulo referido. 
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Los recursos allí legislados son revocatoria o reposición y jerárquico —que siempre opera

en subsidio— y el de revisión.  

El  artículo 156 dispone que toda decisión que lesione un derecho o interés legítimo de un

docente, o importe una trasgresión de normas legales o reglamentarias o adolezca de vicios

que la invaliden, es impugnable mediante los recursos establecidos en este capítulo.

Es importante destacar que debe existir “una decisión” y por lo mismo un acto administrativo,

como ya explicamos. 

El artículo 163 establece que una medida preparatoria de una decisión, un informe,

dictámenes o vistas, aunque sean vinculantes no es recurrible.

Así no es recurrible el dictamen de la junta médica, un informe de asesoramiento, el

emplazamiento por incompatibilidad recibido en los términos del artículo 30 del Estatuto

Docente y su reglamentación y cualquier dictamen técnico que solicite para sí la autoridad que

deba resolver y que no estará destinado al interesado, aunque a veces por errores de quienes

intervienen en el procedimiento se notifiquen.

Lo que puede lesionar y en consecuencia se puede recurrir, es el decisorio, no las medidas o

informes requeridos para llegar a formar juicio y decisión, acerca de una cuestión.

Debemos señalar que el Estatuto Docente contempla en su artículo 49 la posibilidad de

recurrir los dictámenes de los tribunales de clasificación, esta sería una excepción, aunque en

realidad el contenido de éstos, no desde lo formal porque generalmente no tienen forma de

Disposición, pero si desde lo sustancial, es una decisión acerca de una petición concreta.

 Otro aspecto a analizar es el derecho subjetivo que no es igual al interés legítimo desde lo

jurídico; digamos que este último es de menor entidad y en el ámbito estatutario, podemos

identificarlo con el que poseen todos los participantes inscriptos en un Concurso de Títulos,

Antecedentes y Oposición, mientras un derecho subjetivo tendrán todos los que lo hubieren

aprobado o en el caso de los inscriptos para Ingreso a la Docencia Oficial de cada año, que

tendrán un interés legítimo en el cargo para el que se inscribieran, de Maestro de grado por

ejemplo, pero derecho subjetivo tendrá el docente designado en ese cargo.

La Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires establece un

criterio de similar al del Estatuto  Docente, al disponer que toda decisión administrativa, sea

final, interlocutoria o de mero trámite que: lesione un derecho o interés legítimo de un

administrado o que importe una trasgresión de normas legales o reglamentarias, o adolezca de
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vicios que la invalide es impugnable mediante los recursos en ella legislados (artículo 86) y que

las medidas preparatorias de decisiones administrativas, los informes, dictámenes y vistas,

aunque sean obligatorios y vinculantes para el órgano administrativo no son recurribles

(artículo 87, Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires).

Esta política legislativa es uniforme en materia de procedimientos administrativos, y muy

justificable. Dado que sólo el acto administrativo firme es idóneo para generar efectos contra

los particulares, es contra éstos los que se organizan los recursos.  Sería un dispendio procesal

inútil permitir impugnar las medidas preparatorias y luego también poder impugnar la decisión

final de la administración.

Volviendo al régimen estatutario, encontramos contemplado en los artículos 157 y 158 el

recurso de revocatoria o reposición,  procedente contra cualquier decisión que cumpla con

las condiciones mentadas en el artículo 156 (lesión de un interés legítimo, trasgresión de

normas legales o reglamentarias, etc.) debiendo interponerse ante el órgano que la dictó.

El recurso jerárquico no se encuentra previsto en forma autónoma,  sino que de conformidad

al artículo 158 de la normativa en análisis, se considera interpuesto en forma implícita con el

recurso de reposición y siempre que el primero haya sido resuelto desfavorablemente.

39.- Forma y plazos para la interposición del recurso de revocatoria.

Forma

De conformidad al artículo 157 del Estatuto Docente, se presenta ante la autoridad que emitió

el acto administrativo recurrido y debe ser fundado por escrito ( artículo  89 y 90 Dto. Ley

7647/70), de modo que sólo podrá denegarse si no se encuentra fundado o  si se dirige

contra una medida de las previstas en el artículo 163 del Estatuto Docente (preparatorias de

una decisión) y en caso de duda debe estarse por su admisión.

Esto no significa que si se presenta ante otra autoridad administrativa no deba darse trámite; lo

que significa es que la autoridad que lo recibe, debe enviarlo a quién tiene competencia para

resolverlo y que será quien emitió el acto.

Esta solución dimana de la aplicación del principio del informalismo ( a favor del

administrado) que rige en el procedimiento administrativo y que también obliga a la

administración a dar trámite adecuado más allá de la denominación que le haya dado el

interesado  y que por ejemplo pudo ser “ amparo”, “impugno” etc. pero de donde surja con
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evidencia manifiesta la intención de que el acto sea modificado o extinguido y las razones para

hacerlo.

El artículo 160 del Estatuto Docente prescribe que los recursos deberán proveerse y

resolverse cualquiera sea la denominación que el interesado le de cuando resulte indudable su

impugnación o disconformidad con el acto administrativo.

 Pero no basta una simple firma en disconformidad para iniciar la vía recursiva; dentro del

plazo para interponer el recurso el interesado deberá ingresar su fundamentación, caso

contrario no la habrá promovido y el acto estará firme. 

Por otra parte, una vez planteada la revocatoria a través del escrito correspondiente, la

instancia jerárquica procede implícita y en consecuencia serán elevados los actuados al

superior si la revocatoria le es desfavorable, sin necesidad de que el interesado lo solicite.

Plazo

El plazo común para interponer el recurso de revocatoria es de diez días  hábiles (artículos

161y 165 del Estatuto Docente), pero existen plazos mas cortos en procedimientos especiales

dentro del propio Estatuto, por ejemplo el de 24 horas para recurrir el puntaje asignado en la

evaluación de cada prueba de oposición (artículo 84 de su reglamentación)  o el plazo de

cinco días hábiles para impugnar las nóminas de aspirantes que reúnan o no las condiciones

para concursar (artículo 76 de su reglamentación.), entre otros.

La forma de realizar el cómputo de plazos exige alguna precisión.

El artículo 165 establece que se computan los días hábiles y a partir del siguiente al de la

notificación, agregando que si esta se realiza en día inhábil, se tendrá por realizada el primer

día hábil siguiente, por lo que en este caso se computará a partir del subsiguiente hábil.

He aquí la importancia, además de ser una obligación del funcionario que notifica o que recibe

una presentación escrita, de consignar la fecha de realización del acto o de la recepción de

todo escrito ( es lo que se define como “cargo o sello fechador” ).

En la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires encontramos

prescripciones relacionadas y aplicables que no se encuentran en el Estatuto Docente, son los

artículos 69 y 70. Recientemente, mediante Ley N° 13.262 se modificó el artículo 69 y se

admitió el denominado “plazo de gracia” que consiste en considerar válidas a las

presentaciones entregadas vencido el plazo, el día (siguiente) “hábil inmediato y dentro de

las dos primeras horas”
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Así, para determinar si un escrito presentado personalmente en las oficinas administrativas

lo ha sido en término, se tomará la fecha indicada en el cargo o sello fechador y en caso de

duda ( léase si no lo tiene), deberá estarse a la fecha enunciada en el escrito por el interesado

y si éste a su vez no lo tuviera, se considerará ingresado en término o en tiempo hábil, de

modo que el recurso será temporáneo.

En los escritos enviados por carta el plazo se contará a partir de la fecha de emisión que

conste en el sello fechador del correo en los casos de que se trate de una presentación

sujeta a plazo, como es la interposición de un recurso y en las restantes presentaciones desde

la fecha de recepción. En el caso de telegramas se contará desde la fecha de emisión que

conste como tal.

La norma refiere a que  “el plazo se contará”, será el funcionario que deba resolver la

revocatoria, el que tomará esa fecha para establecer si fue interpuesto dentro del plazo dado.

El cómputo de plazos puede suspenderse y retomar, cuando el interesado en presentar un

recurso, solicita vista y hasta que se le conceda.

De conformidad al artículo 164 todo docente o su apoderado tiene derecho a solicitar por

escrito vista de las actuaciones o antecedentes ante el funcionario que efectúe la notificación,

antes de interponer los recursos y esto incluye la extracción de copias a su costa y siempre

bajo control del funcionario actuante.

En caso de que el docente haga uso de este derecho que es derivación del principio que ya

analizáramos del debido proceso, si por ejemplo en el supuesto de un plazo de 10 días

hábiles para recurrir ya han transcurrido dos, una vez tomada tendrá los ocho días restantes

para presentar el recurso, transcurrido los cuales el acto habrá quedado firme.

Es importante recordar que las actuaciones administraciones no son secretas para quien

demuestre un interés, excepto que una norma así lo establezca como en el caso de la

investigación presumarial; esto significa que se debe dar acceso (vista) y que el funcionario

que lo impida u obstaculice incurrirá en falta grave (artículo 164 del Estatuto Docente), pero

sin que ello implique suspensión de plazo alguno.

Lógicamente si las actuaciones no están en su poder, deberá remitir la solicitud del interesado

a quien las tenga, haciéndole saber al peticionante esta circunstancia. Por su parte quien posea

los antecedentes y una vez que reciba la solicitud, arbitrará los medios necesarios para

otorgarla.
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40.- Recursos interpuestos fuera de término

En el Estatuto Docente no encontramos ninguna referencia a esta situación, por lo que nos

remitiremos a la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, que al

establecer que los plazos de los recursos no son prorrogables y una vez vencidos hacen

perder el derecho a interponerlos, expresa que “no obstante, todo recurso interpuesto

fuera de término será considerado por el órgano superior y si importa una denuncia de

ilegitimidad se sustanciará, pudiendo éste revocar o anular el acto impugnado”.

Esto significa que todos los antecedentes, junto con la presentación extemporánea y un

informe si fuere necesario, se elevará al superior jerárquico y de ninguna manera se le

devolverá al interesado o archivará; y será éste quién en atención a la preservación de la

legalidad en el obrar de la administración, lo analizará con este alcance.

41.- Efectos de los recursos

La regla general es que la interposición de un recurso contra un acto administrativo no

suspende sus efectos, excepto que una norma establezca lo contrario como en el caso del

artículo 158 de la reglamentación del Estatuto Docente, donde tratándose de sanciones

correctivas (por oposición a expulsivas), los recursos proceden siempre con efecto

suspensivo. 

Lo expresado es consecuencia de la presunción de legitimidad que tiene todo acto

administrativo, lo que le da la cualidad de ser obligatorio y pleno de eficacia jurídica

(ejecutividad), pudiendo la propia administración ejecutar su cumplimiento (ejecutoriedad) y

que sólo caerá cuando el administrado demuestre lo contrario y la administración así lo

resuelva.

En el artículo 158 de la reglamentación referida, contempla la facultad del Director General de

Cultura y Educación que es quién decide toda sanción expulsiva, de disponer la suspensión de

su aplicación cuando mediare recurso contra la sanción y se invoque fundadamente perjuicio

irreparable, pero en caso de que lo solicite el interesado, sólo podrá resolverlo quién decidió

la sanción, por lo que será elevado a tal efecto.

Algunas particularidades propias tiene el recurso de revisión que justifican considerarlo en
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forma separada, primero por los actos susceptibles de ser recurridos y segundo por sus

requisitos y finalidades propias.

En primer lugar sólo procede contra los afectados por sanciones correspondientes a faltas

graves (artículos 132, apartado II y 133, apartado II).  En segundo lugar debe interponerse

luego de los dos años de quedar firme la resolución que impuso la sanción y sólo puede

hacérselo una vez.

El efecto de este recurso no es revocar directamente el acto que impuso la sanción, sino

reabrir el sumario disciplinario, instancia en la cual el “recurrente” debe aportar hechos

nuevos que demuestren su inocencia (artículo 159, “Estatuto”).

42.- La resolución de un recurso por un órgano también es un acto

administrativo

Conviene tener presente que cuando se ha recurrido un acto, la administración tiene el deber

de resolverlo (artículo 88, Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos

Aires) y la resolución también es un acto administrativo.  Consecuentemente, lo expuesto ut

supra referente a este tipo de actos es enteramente aplicable.

El Estatuto Docente lo dispone expresamente en su artículo 162: “Todo acto administrativo

mediante el cual se resuelva un recurso deberá ser motivado y contendrá una relación de

hecho y fundamento de derecho”, estableciendo en su reglamentación que si no se

estableciera un plazo diferente, deberá realizarse dentro de plazo máximo de 5 días si se trata

de revocatoria o de 10 días si se trata de un recurso jerárquico.

Estos plazos se comienzan a contar a partir del día siguiente al de la recepción del expediente

o actuaciones, en condiciones de resolver el recurso, por el órgano o funcionario respectivo.

Destacamos en cursiva puesto que, la falta de elementos de juicio y mientras se solicitan,

como podría ser una situación de revista completa o un informe de otra área, impiden que

comience a correr el plazo, no obstante ante estas situaciones sería conveniente mantener

informado al interesado para evitar una posible solicitud de avocación.

Esta solicitud consiste en la posibilidad que tiene el interesado de dirigirse al superior de quién

tenga a resolución la revocatoria y haya dejado vencer los plazos para hacerlo ( ante el

silencio del funcionario administrativo), demandando que se aboque al conocimiento del
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recurso jerárquico directamente.

Todo lo expresado resulta de la letra expresa de la reglamentación del artículo 162 del

Estatuto Docente.

 Una vez resuelta desfavorablemente la revocatoria, el superior jerárquico otorgará vista al

interesado antes de resolver, para que pueda dentro de dos días hábiles, ampliar su queja si lo

desea (artículo 158 del Estatuto Docente), luego concederá o denegara por medio de un acto

administrativo que notificará al interesado.

Con relación al procedimiento en instancia jerárquica, la Ley de Procedimiento Administrativo

de la Provincia de Buenos Aires, en su artículo 79 contempla la posibilidad para el

administrado que no obtiene respuesta en plazo, de presentar un pronto despacho y

transcurrido 30 días hábiles desde esta reclamación, presumir la existencia de resolución

denegatoria, quedando habilitada la instancia judicial.

43.- Avocación

Entendemos por avocación como la facultad de asumir el órgano superior la competencia para

conocer y decidir un acto o asunto que correspondía resolverlo al órgano inferior, fundada en

la conveniencia de armonizar el principio de improrrogabilidad de la competencia con la

eficacia y celeridad del procedimiento. Entonces diremos que el órgano superior toma para sí,

de manera acotada en el tiempo, parte de la competencia propia del inferior. 

La Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, contempla dos

supuestos: el del Poder Ejecutivo respecto de los asuntos que tramiten ante la Administración

centralizada (artículo 59) y en cuanto a la decisión de recursos de revocatoria en los cuales el

funcionario llamado a resolver ha dejado vencer el plazo fijado por la norma.

Este instituto del derecho administrativo lo encontramos en el estatuto del docente en el

capitulo correspondiente a los recursos, en particular en el artículo 162 del Decreto

Reglamentario que reza: “La resolución de los recursos, y salvo que en esta

reglamentación se estableciera un plazo específico diferente, deberá realizarse dentro

del plazo máximo que a continuación se determina: a) Revocatoria: cinco días; b)

Jerárquico: diez días. Cuando hubiere vencido el plazo para resolver la revocatoria y la

administración guardare silencio, el interesado podrá recurrir directamente ante el

órgano superior correspondiente para que se avoque al conocimiento y resolución del
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recurso jerárquico…” .

En este caso procede la avocación si se dan dos supuestos, primero si quién debe decidir el

recurso de revocatoria, una vez que tiene en su poder las actuaciones para resolver, deja

transcurrir el plazo de cinco días sin que resuelva el recurso planteado; y segundo que sólo

procede a pedido del interesado quien deberá presentarse ante el superior jerárquico

solicitando que se avoque al conocimiento y resuelva el recurso planteado.           

La demora en resolver la revocatoria y el supuesto previsto en el artículo 79 de la Ley de

Procedimiento Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, generan responsabilidad

administrativa de los funcionarios intervinientes.

44.- Revisión Judicial

En este caso el interesado en obtener la modificación o extinción del acto administrativo se

presentará ante los Tribunales Contencioso Administrativos, que funcionan en distintos

Departamentos Judiciales de la Provincia.

Desde la Constitución de 1854 hasta la reforma de 1994, en la Provincia de Buenos Aires el

único tribunal competente para entender era la Suprema Corte de Justicia, con sede en la

ciudad de La Plata, siendo reemplazada a partir del 15 de diciembre de 2003 en que

comenzaron a funcionar, por los Tribunales referidos.

 El proceso actualmente está regido por el Código Contencioso Administrativo (Ley N°

12.008 y modificatorias).

Este actuar ante el Poder Judicial también se desenvuelve mediante un procedimiento, no ya

administrativo, sino judicial se lo denomina proceso contencioso administrativo. Decir

proceso es idéntico a decir procedimiento, pero la utilización de un vocablo diferente evita la

confusión con el procedimiento administrativo.  Lo de “contencioso”, corresponde a que en

ese proceso habrá una contienda: particular interesado contra la Administración.  Lo de

“administrativo” denota que dicha contienda versará sobre cuestiones regidas sustancialmente

por el Derecho Administrativo.

 Cuándo puede iniciarse un proceso contencioso administrativo?.

En el mundo del derecho lo único definitivo, en estricto sentido jurídico, son las sentencias
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judiciales con autoridad de cosa juzgada.

 Todos los procedimientos administrativos tienen un fin:  pueden finalizar a causa de un acto

del interesado, como el  desistimiento (artículos 60 y 127, Ley de Procedimiento

Administrativo de la Provincia de Buenos Aires; o a causa del actuar de la Administración,

como puede ser el dictado del acto que ponga fin al objeto del procedimiento (acto que

“causa estado”).

En esta situación ya nada se puede hacer ante la Administración y sólo queda a los

particulares la posibilidad de actuar ante el Poder Judicial contra la Administración.

El agotamiento de la vía administrativa es todo un capítulo del Derecho Administrativo, cuyo

análisis excede abiertamente el objeto de este curso.  Basta aquí saber que por regla general

los actos finales de la administración bajo determinados presupuestos son revisables ante el

Poder Judicial.

A esto se agrega desde la implementación del nuevo proceso contencioso administrativo y a la

posibilidad de acudir ante el órgano judicial por vencimiento de plazos para resolver un

recurso ( previo pronto despacho y el transcurso de otros 30 días hábiles sin resolver ), la

posibilidad de acudir también sobre la base del silencio administrativo, por omisión o

retardación en el dictado de actos de trámite o preparatorios (artículos 16, Ley N° 12.008 y

modificatorias) .
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